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ACETA
G 
En este sentido, el Poder Legislativo Federal determinó, en la Ley General de Po­

blación, que las únicas autoridades con facultades para detener personas con el 
fin de constatar su legal estancia en el país son, de acuerdo con los artículos 7 y 151 
de ese cuerpo normativo, los servidores públicos del INM y de la Policía Federal 
Preventiva. 

En otros casos, autoridades municipales realizan operativos en las inmediacio­
nes de las instalaciones ferroviarias, por el conocimiento de la presencia de mi­
grantes que se trasladan en los vagones del ferrocarril hacia el norte del país y, al 
momento de interceptarlos, los cuestionan sobre su nacionalidad y destino, así 
como también les solicitan acreditar su legal estancia en el país, y al darse cuenta 
de que son extranjeros indocumentados, igualmente proceden a su detención y 
puesta a disposición del INM. 

Esta práctica resulta, del mismo modo, violatoria a los Derechos Humanos de 
los extranjeros, toda vez que, así como en los supuestos anteriores, nos encon­
tramos ante una verificación migratoria realizada por autoridades sin competen­
cia para ello. 

En general, las autoridades policiales han invocado como fundamento para 
llevar a cabo actos de verificación y la detención de extranjeros, sin contar con 
facultades para ello, el contenido del artículo 73 de la Ley General de Población, 
que prevé la colaboración que deben prestar al INM las autoridades que por ley 
tengan a su mando fuerzas públicas. 

Sobre el particular, debe hacerse mención de que, por un lado, dicha colabo­
ración está prevista únicamente a solicitud del propio INM para actuar en casos 
concretos y, por el otro, el sentido de la norma citada indica que el apoyo se dará 
para hacer cumplir las disposiciones de la propia ley, por lo que no puede in­
terpretarse ese auxilio como una delegación de la facultad de verificación en las 
autoridades con mando de fuerza pública. 

En ese sentido, como ha quedado establecido, las únicas autoridades que pue­
den requerir la documentación que acredite su legal estancia en el territorio na­
cional a los extranjeros que se encuentren en nuestro país, son las previstas en la 
Ley General de Población, sin perjuicio de la posibilidad de que el INM, en los 
casos en que así lo requiera, solicite expresamente el apoyo de autoridades, de 
conformidad con el precepto legal invocado, con objeto de que brinden el auxilio 
para el cumplimiento de las disposiciones de la ley, no así para ejercer las funcio­
nes de verificación que sólo competen al Instituto. 

Este tipo de verificaciones migratorias ilegales por elementos que no están 
facultados para ello y por ende no cuentan con la capacitación para tal efecto, 
hace propicio que se abra un espacio para que los migrantes sean objeto de otro 
tipo de vejaciones, tales como abusos sexuales, principalmente en agravio de 
mujeres y niños, lesiones, robos y extorsiones, entre otras. 

Con la emisión de la presente Recomendación General se pretende que esas 
autoridades se abstengan de continuar con las prácticas violatorias a los Dere­
chos Humanos descritas, para lo cual se estima que los gobernadores de los es­
tados de la República Mexicana, en términos del artículo 120 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, que establece la obligación de hacer 
cumplir las leyes federales, deberán girar las instrucciones pertinentes a los cuer­
pos policiales bajo su mando, a efecto de que no realicen actos reservados a la 
autoridad migratoria federal, sin perjuicio de la colaboración que deban prestar­
le a solicitud expresa. 

Por último, cabe precisar que en los expedientes de queja en que se han acre­
ditado verificaciones migratorias ilegales, el INM ha tenido conocimiento de esa 

GACETA 
NOV/2006 circunstancia al momento en que son puestos a su disposición por autoridades 

Re
co

m
en

da
ci

on
es

 G
en

er
al

es

 

80 



 

ACETA
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federales, estatales y municipales, sin que se haya hecho del conocimiento de las 
instancias competentes para determinar la responsabilidad administrativa que 
haya surgido por la actuación irregular de los servidores públicos involucrados, y, 
por el contrario, ha tolerado recurrentemente esas prácticas en que de manera 
indebida otras autoridades invaden su ámbito competencial, en contravención 
a lo dispuesto en el artículo 7o. de la Ley General de Población y 134 de su Re­
glamento, que disponen que el personal de ese Instituto, en el ejercicio de sus 
facultades, debe velar por el respeto a los Derechos Humanos de los migrantes. 

Actualmente, esta Comisión Nacional, además de los 50 casos en los que se 
emitieron conciliaciones por los hechos motivo de la presente Recomendación, 
está integrando 20 expedientes de queja por hechos relacionados con acciones 
de verificación migratoria ilegales, atribuibles a la Procuraduría General de la Re­
pública; a la Fiscalía General del Estado de Chiapas; a la Policía Estatal de Cami­
nos, Forestal y Protección al Ambiente de Tamaulipas; a la Procuraduría General de 
Justicia del Estado de Sonora, así como las policías municipales de Candelaria, Cam­
peche; de Ciudad Juárez, Chihuahua; de Empalme, Sonora; de Guaymas, Sono­
ra; de Jaltipan, Veracruz; de Nogales, Sonora, y de Tijuana, Baja California. 

Para evitar interpretaciones diversas, es necesario precisar que la defensa de 
los Derechos Humanos de ningún modo puede ser considerada como un obstá­
culo para la debida aplicación de la norma que regula la materia migratoria, en el 
marco de la vigencia del Estado de Derecho. Lo que sostiene la Comisión Nacio­
nal de los Derechos Humanos es que aquellos que hayan cometido infracciones 
a las disposiciones migratorias sean sujetos de las sanciones previstas en la nor­
mativa, pero siempre en apego al debido proceso y a las formalidades estableci­
das al efecto. 

Al respecto, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en su Opinión Con­
sultiva OC-18/03, se ha expresado con directrices y resoluciones en las que se 
han desarrollado de forma muy amplia los derechos de los migrantes. Se trata de 
un referente internacional que si bien no establece normas de observancia obli­
gatoria, sí constituye el marco doctrinal y los principios de actuación que deben 
orientar las acciones y políticas a adoptar por los Estados, a fin de lograr la plena 
vigencia de los Derechos Humanos de ese grupo vulnerable. 

Opinión Consultiva OC-18/03 de 17 de septiembre de 2003. Solicitada por 
los Estados Unidos Mexicanos y apoyada por 30 países. “Condición jurídica 
y derechos humanos de los migrantes indocumentados”. 

En opinión por unanimidad: 

1. Que los Estados tienen la obligación general de respetar y garantizar los 
derechos fundamentales. Con este propósito deben adoptar medidas 
positivas, evitar tomar iniciativas que limiten o conculquen un derecho 
fundamental y suprimir las medidas y prácticas que restrinjan o vulneren 
un derecho fundamental. 

6. Que la obligación general de respetar y garantizar los derechos humanos 
vincula a los Estados independientemente de cualquier circunstancia o 
consideración, inclusive el estatus migratorio de las personas. 

Por otra parte, para esta Comisión Nacional resulta de especial gravedad la con­
ducta desplegada por empleados de las empresas de seguridad privada que vigi-
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nen a extranjeros que viajan a bordo del ferrocarril, bajo el argumento de que no 
traen documentos para acreditar su legal estancia en territorio mexicano, y pos­
teriormente los ponen a disposición del INM o de corporaciones policiales, sin 
que medie sustento legal alguno para ello. 

Con esa conducta, los elementos de seguridad privada privan indebidamente 
de la libertad a los migrantes, incurriendo con ello en la comisión de diversos deli­
tos, por lo que el INM, al tener conocimiento de esta circunstancia, debe realizar 
la denuncia respectiva ante la autoridad ministerial competente. 

En este sentido, este Organismo considera que el fenómeno migratorio requie­
re que el Estado no se limite únicamente a ejercer su facultad sancionadora, sino 
que se diseñen políticas públicas y se acuerden, con el concurso de las naciones 
involucradas, estrategias regionales y globales para que la salvaguarda de los De­
rechos Humanos de los migrantes se atienda desde esa perspectiva. 

Esta Comisión Nacional reconoce las acciones que desarrollan las instituciones 
encargadas de la seguridad pública y la procuración de justicia en el país, en tér­
minos de lo dispuesto por el artículo 21 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos y en el marco del Sistema Nacional de Seguridad Pública, como 
también reconoce la labor fundamental de los institutos armados en el territorio 
nacional. Sin embargo, enfatiza que esas tareas no deben implicar por ningún mo­
tivo la invasión de facultades que por mandato expreso de la ley están reservadas 
a las autoridades migratorias, pues de lo contrario, como quedó documentado, 
la conducta de los servidores públicos se traduce en violaciones a los Derechos 
Humanos. 

En virtud de lo expuesto, esta Comisión Nacional de los Derechos Humanos 
formula respetuosamente a ustedes, señores Secretarios de Gobernación, de la 
Defensa Nacional y de Marina, Gobernadores de las entidades federativas, Jefe de 
Gobierno del Distrito Federal, y Procurador General de la República, las siguientes: 

IV. RECOMENDACIONES GENERALES 

A ustedes, distinguidos señores Secretarios de la Defensa Nacional y de Marina, 
y Procurador General de la República: 

ÚNICA. Giren instrucciones expresas a los servidores públicos de esas Secretarías 
de Estado y de la Agencia Federal de Investigación, a efecto de que se abstengan de 
realizar acciones de verificación migratoria al margen de la ley, en contra de los 
extranjeros que se encuentren en el territorio nacional, y, por ende, que en forma 
inmediata cesen las detenciones derivadas de ello, sin perjuicio de prestar la co­
laboración debida al INM cuando sea expresamente requerido en términos de ley. 

A usted, distinguido señor Secretario de Gobernación: 

PRIMERA. Se sirva girar sus instrucciones al INM para que instruya, a su vez, al 
personal responsable de recibir a los migrantes que son puestos a su disposición por 
autoridades federales, estatales y municipales, que en los casos en que tengan 
conocimiento de que son efectuadas verificaciones migratorias ilegales, den vis­
ta a las autoridades competentes para que se deslinde la responsabilidad admi­
nistrativa en que se haya incurrido. Asimismo, que en los casos en que se solicite 
la colaboración de alguna autoridad federal, estatal o municipal, en la realización 
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la legislación aplicable. De igual forma para que, si asociado a esas conductas, las 
autoridades incurrieron en actos constitutivos de delito en agravio de los extran­
jeros, formulen la denuncia respectiva ante el Ministerio Público competente. 

SEGUNDA. Se sirva girar sus instrucciones al INM para que instruya al personal 
responsable de recibir a los migrantes que son puestos a su disposición, que en 
los casos que éstos sean detenidos por elementos de seguridad privada en insta­
laciones ferroviarias atendiendo a su calidad de indocumentados, haga del cono­
cimiento del Ministerio Público del Fuero Común esa circunstancia, a fin de que 
se investigue la responsabilidad penal en que pudieran haber incurrido. 

A ustedes, distinguidos señora Gobernadora y señores Gobernadores de los es­
tados de la República y Jefe del Gobierno del Distrito Federal: 

PRIMERA. Giren instrucciones expresas a los elementos de las corporaciones po­
liciacas de las diversas entidades federativas, a efecto de que se abstengan de rea­
lizar actos ilegales de verificación de documentos migratorios a los extranjeros 
que se encuentren en el territorio nacional y, por ende, que en forma inmediata 
cesen las detenciones derivadas, sin perjuicio de prestar la colaboración debida al 
INM cuando sea expresamente requerido en términos de ley. 

SEGUNDA. Con pleno respeto a la autonomía del Municipio Libre, en el marco 
de la conducción política en la entidad federativa cuyo Poder Ejecutivo presiden, 
atentamente se les solicita que se sirvan transmitir la presente Recomendación a 
los Presidentes municipales de esa entidad, con objeto de que, a su vez, instru­
yan a los cuerpos policiales bajo su responsabilidad a efecto de que se abstengan 
de realizar actos ilegales de verificación de documentos migratorios a los extran­
jeros que se encuentren en el territorio nacional y, por ende, que en forma inme­
diata cesen las detenciones derivadas, sin perjuicio de prestar la colaboración de­
bida al INM cuando sea expresamente requerido en términos de ley. 

La presente Recomendación es de carácter general, de acuerdo con lo señalado 
por los artículos 102, apartado B, de la Constitución Política de los Estados Uni­
dos Mexicanos; 6o., fracción VIII, de la Ley de la Comisión Nacional de los Dere­
chos Humanos; así como 140 de su Reglamento Interno, y fue aprobada por el 
Consejo Consultivo de este Organismo Nacional, en su sesión ordinaria número 
220, celebrada el 14 de noviembre de 2006; tiene el carácter de pública y se emite 
con el propósito fundamental de que se promuevan los cambios y las modificacio­
nes de disposiciones normativas y prácticas administrativas que constituyan o pro­
picien violaciones a los Derechos Humanos, para que las autoridades competen­
tes, dentro de sus atribuciones, subsanen las irregularidades de que se trate. 

Igualmente, con el mismo fundamento jurídico, informo a ustedes que las Re­
comendaciones Generales no requieren de aceptación por parte de las instancias 
destinatarias; sin embargo, se les pide que, en su caso, las pruebas correspon­
dientes al cumplimiento de la Recomendación se envíen a esta Comisión Nacio­
nal dentro de un término de 30 días hábiles siguientes a la fecha de emisión de 
la presente Recomendación. 

Atentamente 
El Presidente de la Comisión Nacional 
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Recomendación 39/2006
 
Sobre el caso relativo a los hechos violentos 

suscitados en Iztapalapa 

SÍNTESIS: Esta Comisión Nacional emitió, el 1 de noviembre 2006, la Recomendación 
39/2006, dirigida al Secretario de Seguridad Pública Federal, sobre el caso relativo a 
los hechos violentos suscitados el 6 de marzo de 2006 en la Estación Migratoria del 
Instituto Nacional de Migración (INM), en la Delegación Iztapalapa, México, Distrito 
Federal, los cuales dieron origen al expediente 2006/942/5/Q, radicado de oficio por 
este Organismo Nacional. 

De los documentos remitidos, así como de la información y evidencias recabadas 
por personal esta Comisión Nacional, se constató que el 6 de marzo de 2006 un grupo 
de aproximadamente 50 extranjeros asegurados, a partir de las 11:00 horas, man­
tenían bloqueado el acceso a la sección varonil de la mencionada estación y reteni­
do a un oficial de Migración, en protesta por la falta de definición de su situación 
jurídica, por lo que solicitaban la presencia de la Directora de Aplicación de Sancio­
nes de la Coordinación de Control y Verificación Migratoria del INM, para dar una 
solución al problema y les extendiera oficios de salida. 

Los extranjeros inconformes fueron exhortados por personal del INM a conservar 
la calma y a dialogar, obteniendo una respuesta negativa de su parte, por lo que 
dicho personal solicitó el ingreso de los cuerpos policiales al área varonil de asegura­
miento, con el objeto de retomar el control de las instalaciones. 

En tal virtud, a las 16:30 horas ingresó al área un grupo aproximado de 70 elemen­
tos de la Policía Federal Preventiva (PFP), que portaba cascos, escudos y toletes, con 
el propósito de retomar el control de las instalaciones, por lo que varios extranjeros 
asegurados intentaron contener su entrada, golpeándolos con diversos objetos, 
entre otros, bancas metálicas y fragmentos de concreto (producto de la destrucción 
que ocasionaron a las instalaciones); sin embargo, los elementos policiales llevaron a 
cabo el operativo y replegaron a los asegurados, obligándolos a dirigirse al extremo 
posterior de la cancha de básquetbol, donde finalmente fueron sometidos median­
te el uso de la fuerza; como consecuencia, varios asegurados fueron agredidos físi­
camente por los elementos policiales, quienes los seguían golpeando con toletes y 
patadas, aun cuando ya se encontraban sometidos y sin moverse en el piso. Posterior­
mente, los extranjeros sometidos fueron trasladados al área de aduana de la estación 
y colocados boca abajo sobre el piso, atados de pies y manos con cinta canela. 

Al lugar también ingresaron agentes federales del INM, de la Secretaría de Segu­
ridad Pública del Distrito Federal y del Grupo Beta de Protección a Migrantes, quienes 
llevaron a cabo acciones para tratar de impedir que los elementos de la PFP conti­
nuaran agrediendo físicamente a los extranjeros. 

Entre las agresiones más relevantes destacan los casos del señor Yoelvis Jiménez 
Román, de nacionalidad cubana, quien fue derribado producto de un golpe en el tórax, 
propinado con un tolete por un elemento de la PFP, y una vez que el asegurado se 
encontraba tirado en el piso sobre su costado izquierdo, en posición fetal, cubrién­
dose con las manos la cabeza, sin realizar movimiento alguno, en ese momento se 
acercaron a él otros seis elementos de la PFP; uno de ellos lo inmovilizó posicionán­
dose sobre de él y los demás le propinaron siete golpes con toletes y 17 patadas en el 
cuerpo. Así como el del señor Lorenzo Betancourt Álvarez, de nacionalidad cubana, 
quien al encontrarse derribado sobre su costado izquierdo, en posición fetal, cubrién­
dose con las manos la cabeza y sin realizar ningún movimiento, fue objeto de gol­
pes con toletes y patadas, infligidos en todo el cuerpo por más de cinco elementos C N D H  
de la PFP. 1990-2006 
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I. HECHOS 

A. El 6 de marzo de 2006, personal de la Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos realizó una visita a la estación migratoria del INM ubicada en la Dele­
gación Iztapalapa, México, Distrito Federal, y observó la presencia de un gran 
número de elementos de la Policía Federal Preventiva (PFP) de la Secretaría de 
Seguridad Pública Federal y de la Policía Metropolitana, Granaderos de Oriente, 
de la Secretaría de Seguridad Pública del Distrito Federal (SSPDF). 

Asimismo, se tuvo conocimiento de que un grupo de aproximadamente 50 
extranjeros asegurados, a partir de las 11:00 horas mantenían bloqueado el ac­
ceso a la sección varonil de esa estación y retenido a un oficial de Migración, en 
protesta por la falta de definición de su situación jurídica, por lo que solicitaban 
la presencia de la Directora de Aplicación de Sanciones de la Coordinación de 
Control y Verificación Migratoria del INM, para dar una solución al problema y 
les extendiera oficios de salida. 

La licenciada Ángeles Ocampo Allende, asesora del Coordinador de Control 
y Verificación Migratoria del INM, exhortaba a los extranjeros inconformes a 
conservar la calma y a dialogar, indicándoles que su comportamiento en nada 
ayudaría a resolver la problemática existente; sin embargo, éstos se negaron en 
diversas ocasiones a dialogar con ella, e insistieron en su petición de requerir la 
presencia de la Directora de Aplicación de Sanciones. 

Con motivo de lo anterior, la asesora del Coordinador de Control y Verifica­
ción Migratoria del INM solicitó el ingreso de los cuerpos policiales al área varonil 
de aseguramiento, con objeto de retomar el control de las instalaciones. 

En tal virtud, a las 16:30 horas ingresó al área un grupo aproximado de 70 ele­
mentos de la PFP, que portaba cascos, escudos y toletes, con el propósito de reto­
mar el control de las instalaciones, por lo que varios extranjeros asegurados 
intentaron contener su entrada, golpeándolos con diversos objetos, entre otros, 
bancas metálicas y fragmentos de concreto (producto de la destrucción que oca­
sionaron a las instalaciones); sin embargo, los elementos policiales llevaron a 
cabo el operativo y replegaron a los asegurados, obligándolos a dirigirse al extre­
mo posterior de la cancha de básquetbol, donde finalmente fueron sometidos 
mediante el uso de la fuerza; como consecuencia, varios asegurados fueron agre­
didos físicamente por los elementos policiales, quienes los seguían golpeando 
con toletes y patadas, aun cuando ya se encontraban sometidos y sin moverse 
en el piso. Posteriormente, los extranjeros sometidos fueron trasladados al área 
de aduana de la estación y colocados boca abajo sobre el piso, atados de pies y 
manos con cinta canela. 

B. Con motivo de los acontecimientos, este Organismo Nacional inició de oficio 
la queja correspondiente y la radicó con el número de expediente 2006/942/5/ 
Q, a fin de investigar la actuación de los servidores públicos involucrados y resol­
ver lo conducente. 

C. Para la debida integración del expediente, esta Comisión Nacional solicitó al 
INM, a la PFP y a la SSPDF rendir un informe detallado y completo sobre los 
hechos descritos; asimismo, solicitó a la Secretaría de Salud, en vía de colabora­
ción, un informe respecto de la atención médica que se proporcionó a los extran­
jeros que fueron remitidos al Hospital General “Dr. Manuel Gea González”. A 
dichos requerimientos se dio respuesta en su oportunidad, y su valoración se 
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INM/CCV/1011/2006, de esa misma fecha, suscrito por el Coordinador de Con­
trol y Verificación Migratoria del INM, al cual se acompañó copia de diversas 
documentales, entre las que destacan: 

1. El oficio número INM/CCV/0955/2006, del 6 de marzo de 2006, con el que el 
Coordinador de Control y Verificación Migratoria del INM solicitó al Comisiona­
do de la PFP apoyo de la fuerza pública. 

2. El parte informativo, del 6 de marzo de 2006, rendido por el policía primer 
comandante del Distrito 1-25 de la Policía Auxiliar del Distrito Federal. 

3. El parte de novedades, del 7 de marzo de 2006, rendido por el Jefe del Grupo 
Número 1 de los agentes federales de Migración que se encontraban comisiona­
dos en la estación migratoria del INM en Iztapalapa el día de los hechos. 

4. La tarjeta informativa, del 7 de marzo de 2006, por la cual la asesora de la Coor­
dinación de Control y Verificación Migratoria del INM rindió informe al titular de 
la misma, sobre los hechos ocurridos el 6 de marzo de 2006 en la estación 
migratoria ubicada en la Delegación Iztapalapa. 

K. El oficio número HG/DG/296/2006, del 15 de marzo de 2006, por el que el 
Director General del Hospital General “Dr. Manuel Gea González” rindió a esta 
Comisión Nacional el informe sobre la atención médica que se brindó en ese 
nosocomio a 11 extranjeros que resultaron lesionados durante los hechos. 

L. El oficio número 0074, del 16 de marzo de 2006, por medio del cual el Coor­
dinador Jurídico del INM hizo llegar a este Organismo Nacional los oficios INM/ 
CCV/1015/2006 e INM/CCV/1016/2006, ambos del 15 de marzo de 2006, sus­
critos por la Directora de Aplicación de Sanciones de la Coordinación de Control 
y Verificación Migratoria del INM, con los que proporcionó copia de los expe­
dientes administrativos de los 27 extranjeros involucrados en los hechos materia 
de la presente resolución, así como información sobre la atención médica recibi­
da por 11 extranjeros en el Hospital General “Dr. Manuel Gea González”. 

M. El oficio número DEDH/2468/2006, del 23 de marzo de 2006, por el que el 
Director Ejecutivo de la Subsecretaría de Desarrollo Institucional de la SSPDF 
proporcionó copia de diversos oficios y partes informativos rendidos por elemen­
tos policiales de esa dependencia, respecto de los hechos sucedidos en la citada 
estación migratoria el 6 de marzo de 2006. 

III. SITUACIÓN JURÍDICA 

El 6 de marzo de 2006, un grupo de extranjeros asegurados en la estación 
migratoria del INM en la Delegación Iztapalapa, México, Distrito Federal, y suje­
tos al procedimiento administrativo previsto en la Ley General de Población por 
no haber acreditado su legal estancia en territorio nacional, realizaron un motín 
en protesta por la falta de resolución a su situación jurídica. 

Para restablecer el orden al interior del recinto migratorio, a petición del INM, 
elementos policiales de la PFP y de la SSPDF efectuaron un operativo, derivado 
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Además del uso excesivo de la fuerza en que incurrió el personal de la PFP, los 

extranjeros ya sometidos recibieron un trato indigno, toda vez que con posterio­
ridad a la agresión física que sufrieron fueron atados de pies y manos con cinta 
canela, y colocados en el piso boca a bajo, en algunos casos sin camisa. 

El 7 de marzo de 2006, el Director de Asuntos Jurídicos del INM presentó ante 
la Procuraduría General de la República una denuncia de hechos en contra de quien 
o quienes resultaran responsables de los acontecimientos sucedidos en la esta­
ción migratoria. 

IV. OBSERVACIONES 

Previo al estudio de las violaciones a los Derechos Humanos que dieron origen a 
la presente Recomendación, resulta oportuno señalar que esta Comisión Nacio­
nal rechaza toda forma de violencia o agresión hacia los servidores públicos, con­
ductas que en todo caso deben ser investigadas y sancionadas por las autoridades 
competentes conforme a Derecho; sin embargo, ello no justifica la despropor­
ción en la utilización de la fuerza efectuada por algunos elementos de la PFP. 

Del análisis lógico-jurídico de los hechos y de las evidencias que integran el ex­
pediente de queja 2006/942/5/Q, esta Comisión Nacional advirtió la existencia 
de conductas indebidas cometidas en perjuicio de los señores Raheed al Raheed, de 
nacionalidad brasileña; Alexander Fernández Delgado, Arlet Hernández Noda, 
Francisco Acosta Sánchez, Hugo Antonio Méndez Cuesta Cueto, Ismelys Acosta 
Méndez, Janoy Mederos Olivera o Jesús Álvarez Mazorra, Jorge Luis Sánchez Fer­
nández, José Borges Suárez, Lorenzo Betancourt Álvarez, Luis Manuel Urrutia Gon­
zález o José Lázaro Vallaga González, Miguel Laureano Solís Batueca, Norberto 
Díaz Oliveira o Lázaro Balladares Hernández, Wilfredo Martínez Estrada, Yeini 
González Rubalcaba y Yoelvis Jiménez Román, todos de nacionalidad cubana; Ama­
nuel Berhane Tewolde y Salomón Berihu Gebrenicheal, ambos de nacionalidad 
eritrea; Bizunen Legases Chaka o Buzuneh Tedros y Thewodros Abebe Hans, am­
bos de nacionalidad etíope; Emmanuel Kwame y Kwame Amankwaa, de nacio­
nalidad ghanesa; Omar Ricardo Riley, de nacionalidad jamaiquina, y Gapaxoeb 
Barakhoev, de nacionalidad rusa, que derivaron en la violación de sus Derechos 
Humanos a la legalidad, seguridad jurídica, integridad y seguridad personales, así 
como al trato digno, por parte de servidores públicos de la PFP, en atención a las 
siguientes consideraciones: 

Alrededor de las 10:30 horas del 6 de marzo de 2006, un grupo de extranje­
ros asegurados en la estación migratoria del INM en la Delegación Iztapalapa de 
la ciudad de México, Distrito Federal, bloquearon el acceso a la sección varonil 
de esa estación y mantuvieron retenido a un servidor público de migración, en 
protesta por la falta de definición a su situación jurídica. 

Ante la negativa de acceder a dialogar y por su insistencia en requerir la pre­
sencia de la Directora de Aplicación de Sanciones, la licenciada Ángeles Ocampo 
Allende, asesora del Coordinador de Control y Verificación Migratoria del INM, des­
pués de haber intentado lograr una solución a la problemática mediante el diálo­
go, informó de la situación al Coordinador de Control y Verificación Migratoria del 
INM, quien, en términos de lo dispuesto por el artículo 73 de la Ley General de 
Población, solicitó apoyo a la PFP y a la SSPDF, a fin de recuperar el control de las 
instalaciones, por considerar que la seguridad de los demás extranjeros y del per­
sonal del INM, en particular del agente federal de migración Alfredo Jiménez Mar-
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En respuesta a la solicitud, se presentaron en las instalaciones de la estación 

migratoria 70 elementos de las Fuerzas Federales de Apoyo de la PFP, al mando 
del teniente de infantería Nicolás Ortiz Santiago, así como 70 elementos de las 
Fuerzas de Tarea, y 26 de la Policía Auxiliar, ambas de la SSPDF, bajo el mando 
del Superintendente Ignacio Flores Montiel; todos ellos con equipo antimotín, es 
decir, con cascos, escudos y toletes denominados PR24. 

Previo a la intervención de los elementos policiales, la licenciada Ángeles Ocam­
po Allende sostuvo una reunión con los oficiales al mando de los elementos de 
ambas corporaciones, a quienes les solicitó emplear la fuerza estrictamente ne­
cesaria para someter a los extranjeros inconformes, y con posterioridad a ello, por 
instrucciones del Coordinador de Control y Verificación Migratoria del INM, orde­
nó se llevara a cabo el operativo en el área donde se encontraban los extranjeros 
inconformes, lo cual consta en el informe rendido mediante el oficio número INM/ 
CCV/1011/2006, del 14 de marzo de 2006, por el Coordinador Jurídico del INM, 
así como en la tarjeta informativa, del 7 de marzo de 2006, suscrita por la aseso­
ra de la Coordinación de Control y Verificación Migratoria del INM. 

Los elementos de la PFP ingresaron a través de una puerta ubicada en la parte 
posterior del área de aseguramiento, y los extranjeros inconformes, de manera 
violenta, intentaron evitar su acceso golpeándolos con diversos objetos, entre 
otros, bancas metálicas y fragmentos de concreto, producto de la destrucción 
que previamente ocasionaron a las instalaciones. 

No obstante ello, los elementos policiales avanzaron hacia la cancha de bás­
quetbol, ubicándose entre ésta y la puerta de acceso principal, donde, por un lapso 
aproximado de 15 minutos, siguieron recibiendo agresiones por parte de los ase­
gurados. 

Enseguida, los elementos policiales se dirigieron a las inmediaciones de la can­
cha de básquetbol, en tanto los asegurados, ya desprovistos de cualquier tipo de 
objetos, caminaron hacia el extremo posterior de la misma, hasta donde tam­
bién llegaron los elementos de la PFP, quienes golpearon en múltiples ocasiones 
a los extranjeros que participaron en el acto de protesta, lo cual también se pudo 
observar en el caso de varios extranjeros que se retiraron por uno de los costados 
del área donde fueron replegados o aglutinados. 

Cabe precisar que si bien al lugar también ingresaron agentes federales del 
INM, de la SSPDF y del Grupo Beta de Protección a Migrantes, lo hicieron con pos­
terioridad a la incursión del personal de la PFP, y llevaron a cabo acciones para 
tratar de impedir que los elementos de esa corporación continuaran agrediendo 
físicamente a los extranjeros, lo cual se advierte de las fotografías y de la video-
filmación tomadas por Visitadores Adjuntos de esta Comisión Nacional. 

Entre las agresiones más relevantes se pudo apreciar que, no obstante que al­
gunos asegurados se encontraban inmóviles en el piso y sometidos, seguían sien­
do golpeados por elementos policiales con toletes y patadas. Los casos que des­
tacan son los del señor Yoelvis Jiménez Román, de nacionalidad cubana, quien 
fue derribado producto de un golpe en el tórax, propinado con un tolete por un 
elemento de la PFP, y una vez que el asegurado se encontraba tirado en el piso 
sobre su costado izquierdo, en posición fetal, cubriéndose con las manos la cabe­
za, sin realizar movimiento alguno, en ese momento se acercaron a él otros seis 
elementos de la PFP; uno de ellos lo inmovilizó posicionándose sobre de él y los 
demás le propinaron siete golpes con toletes y 17 patadas en el cuerpo. 

A consecuencia de lo anterior, presentó dificultad a la flexo extensión de codo 
y hombro izquierdos, por lo que fue necesaria la colocación de férula de reposo 
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vocaron hematomas en las regiones occipital y parietal en ambos lados de la línea 
media, en la región deltoidea derecha, en el brazo y antebrazo izquierdo, así como 
en el muslo derecho cara anterior tercio medio. 

En el caso del señor Lorenzo Betancourt Álvarez, de nacionalidad cubana, se 
observó que al encontrarse derribado sobre su costado izquierdo, en posición 
fetal, cubriéndose con las manos la cabeza y, sin realizar ningún movimiento, fue 
objeto de golpes con toletes y patadas, infligidos en todo el cuerpo por más de 
cinco elementos de la PFP. 

Derivado de la agresión de que fue objeto, dicho extranjero sufrió herida de 
cinco centímetros de extensión localizada en la región parietal a la izquierda de la 
línea media; herida de seis centímetros de extensión en la región orbitaria exter­
na del lado izquierdo; zona equimótica con excoriación de 2.5 centímetros de 
extensión en la región periorbitaria izquierda; excoriación en la oreja izquierda y 
edema en la región malar izquierda. 

Además de los dos casos anteriores, otros 22 extranjeros también resultaron 
lesionados, por lo que fueron atendidos por personal médico del Escuadrón de 
Rescate y Emergencias Médicas y del grupo BETA de Protección a Migrantes, quie­
nes realizaron labores de primeros auxilios, curaciones e inmovilizaciones de los 
extranjeros; sin embargo, 11 de los asegurados lesionados fueron trasladados para 
su atención al Hospital General “Dr. Manuel Gea González”, dependiente de la 
Secretaría de Salud, a donde también acudieron un Visitador Adjunto y un perito 
médico de esta Comisión Nacional a recabar sus testimonios y a practicarles una 
exploración físico-clínica. 

Las constancias médicas elaboradas por personal médico de la estación mi­
gratoria, del Servicio de Urgencias del Hospital General “Dr. Manuel Gea González” 
y de esta Comisión Nacional de los Derechos Humanos permitieron conocer el es­
tado físico de los extranjeros lesionados, quienes sufrieron diversas lesiones cu­
yas características se describen a continuación, además de los ya mencionados 
en párrafos anteriores: 

Raheed al Raheed, de nacionalidad brasileña, sufrió equimosis de 4 x 1 centíme­
tros de extensión en la región frontal derecha, de 4 x 2 centímetros de extensión 
en la región frontal izquierda y de 8 x 1.5 centímetros de extensión en la región in­
terescapular; excoriaciones de 5 x 1 centímetros de extensión en el miembro 
inferior derecho, de 1.5 centímetros de extensión en al cara lateral del abdomen, 
a nivel de la cresta iliaca, así como otras cinco, con extensiones menores a dos 
centímetros en la cara anterior tercio superior de la pierna derecha. 

Alexander Fernández Delgado, de nacionalidad cubana, presentó hematoma de 
tres centímetros de extensión en la región frontal derecha, así como equimosis 
con excoriación de 3 x 2 centímetros de extensión en el tercio inferior de la cara 
posterior del antebrazo izquierdo, y de dos centímetros de extensión en cara dor­
sal de la mano izquierda. 

Arlet Hernández Noda, de nacionalidad cubana, presentó equimosis de 11 x 
0.5 centímetros de extensión en la región antero externa tercio medio del muslo 
derecho. 

Francisco Acosta Sánchez, de nacionalidad cubana, sufrió herida de dos cen­
tímetros de extensión en la región parietal izquierda; equimosis de uno, tres y 
cuatro centímetros de extensión en la región occipital derecha; de dos y tres 
centímetros de extensión en la región temporal derecha; de 2.5, tres y cuatro cen­
tímetros de extensión en la región frontal, y seis equimosis sobrepuestas en 
diversas direcciones, con extensiones que oscilaban entre ocho y 12 centímetros 
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derecho; de 6 x 1 y 7 x 1 de extensión en la región escapular derecha; de 9 x 1.5 
centímetros de extensión en la parte lateral izquierda del tórax; de 9 x 1 centíme­
tros de extensión en la cara lateral izquierda del abdomen; de 12 x 2 y 13 x 2 cen­
tímetros de extensión en la cara externa del muslo izquierdo; de 13 x 2 centíme­
tros de extensión en la cara externa del muslo derecho, y de 5 x 5 centímetros de 
extensión en el tercio superior cara anterior pierna izquierda; hematoma de 5 x 3 
centímetros de extensión en la región palpebral inferior del ojo derecho, así como 
una excoriación de 2 x 1 centímetros de extensión en la rodilla derecha. 

Hugo Antonio Méndez Cuesta Cueto, de nacionalidad cubana, presentó frac­
tura de cubito y radio izquierdo tercio distal, y fractura de primera falange de dedo 
medio con machacamiento de la uña; herida de seis centímetros de extensión 
en la región occipital; hematomas en la región occipital, en el pómulo izquierdo, en 
ambas regiones subescapulares, en la región deltoidea izquierda, así como en los 
dedos de la mano izquierda. 

Ismelys Acosta Méndez, de nacionalidad cubana, presentó herida de 2.5 cen­
tímetros de extensión localizada sobre la línea media de la región parietal; he­
matomas en región frontal, región malar izquierda, región subescapular izquier­
da, dorso de la mano izquierda, muñeca izquierda y en la cara posterolateral del 
muslo derecho; excoriaciones en las regiones frontal, ciliar izquierda, supraciliar 
derecha y mentoniana, así como en la mano izquierda y en los dedos meñique y 
anular izquierdos. También presentó contusiones en la pared lateral derecha de 
tórax, en la región lumbar derecha e izquierda de la línea media, en ambos muslos 
por su cara anteroposterior externo. 

Janoy Mederos Olivera o Jesús Álvarez Mazorra, de nacionalidad cubana, su­
frió equimosis de 8 x 2 centímetros de extensión en la región escapular izquier­
da; de 11 x 2 centímetros de extensión en la porción inferior de la región escapular 
izquierda; de 14 x 1.5 centímetros de extensión en la región infraescapular dere­
cha, y de 8 x 1 centímetros de extensión en la cara posterior de tercio superior 
del antebrazo izquierdo. 

Jorge Luis Sánchez Fernández, de nacionalidad cubana, presentó equimosis de 
5 x 0.2 centímetros de extensión en el tercio medio de la cara externa del muslo 
derecho. 

José Borges Suárez, de nacionalidad cubana, sufrió dos excoriaciones, ambas 
de un centímetro de extensión en la raíz de la nariz; herida de forma irregular de 
cuatro centímetros de extensión en la mejilla izquierda, y equimosis de 4 x 1 cen­
tímetro de extensión en la región infraescapular. 

Luis Manuel Urrutia González o José Lázaro Vallaga González, de nacionali­
dad cubana, presentó equimosis de 8 x 1 centímetros de extensión en la cara dorsal 
de la mano izquierda tercio medio, y de 3 x 1 centímetros de extensión en la cara 
externa del brazo izquierdo en el tercio inferior, así como edema en el labio su­
perior y herida de cuatro milímetros de extensión en la mucosa interna de labio 
superior. 

Miguel Laureano Solís Batueca, de nacionalidad cubana, sufrió luxación de 
codo izquierdo; hematomas en la región occipital a la izquierda de la línea media 
posterior y en el pómulo izquierdo con reacción hiperémica. 

Norberto Díaz Oliveira o Lázaro Balladares Hernández, de nacionalidad cuba­
na, sufrió heridas de un centímetro de extensión en la nariz y de un centímetro 
de extensión en el mentón. 

Wilfredo Martínez Estrada, de nacionalidad cubana, sufrió equimosis de 7 x 1 
centímetros de extensión en el tercio medio cara externa del brazo derecho. 

Yeini González Rubalcaba, de nacionalidad cubana, presentó herida de cuatro 
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gión escapular izquierda; de 8 x 0.5 centímetros de extensión en la porción 
inferior de la región escapular izquierda, y de nueve centímetros de extensión en 
la cara externa tercio medio del muslo derecho. 

Amanuel Berhane Tewolde, de nacionalidad eritrea, sufrió herida de seis cen­
tímetros de extensión en la región parietal sobre la línea media; esguinces de la 
articulación radiocubital carpiana y de la articulación metacarpofalángica izquierda. 

Salomón Berihu Gebrenicheal, de nacionalidad eritrea, presentó herida de tres 
centímetros de extensión en la región parietal izquierda; equimosis de 10 x 2 cen­
tímetros de extensión en la región escapular izquierda; de 7 x 1 centímetros de 
extensión en la región escapular derecha; de cuatro centímetros de extensión en 
la región interescapular, y de 8 x 1 centímetros de extensión en la cara externa 
tercio medio del muslo derecho. 

Bizunen Legases Chaka o Buzuneh Tedros, de nacionalidad etíope, sufrió ex­
coriación de 3.5 x 1 centímetros de extensión en el codo derecho; equimosis de 
2 x 1 centímetros de extensión en tercio proximal de brazo izquierdo, y de 7 x 1.5 
centímetros de extensión en cara posterior de antebrazo derecho, así como luxa­
ción de articulación de rodilla izquierda. 

Thewodros Abebe Hans, de nacionalidad etíope, sufrió heridas de dos centí­
metros de extensión en la región parietal izquierda y de 1.8 centímetros de exten­
sión en la región temporal izquierda; excoriación en tercio medio del brazo izquier­
do, así como hematoma en tercio distal cara posterior de antebrazo izquierdo. 

Emmanuel Kwame, de nacionalidad ghanesa, presentó luxación acromio cla­
vicular izquierda grado II; esguince de tobillo derecho; herida en la mejilla dere­
cha de dos centímetros de extensión de forma irregular, y hematoma en la región 
temporal a la izquierda de la línea media posterior. 

Kwame Amankwaa, de nacionalidad ghanesa, sufrió herida de cinco centíme­
tros de extensión en la región parietal. 

Omar Ricardo Riley, de nacionalidad jamaiquina, presentó hematoma en el ter­
cio medio cara externa del brazo derecho, así como excoriación de forma circular 
de 1.5 x 1.8 centímetros en el codo izquierdo. 

Gapaxoeb Barakhoev, de nacionalidad rusa, presentó herida de cuatro centí­
metros de extensión en la región frontal, así como hematoma en la región parietal 
y occipital a la izquierda de la línea media posterior. 

Durante esos hechos, diversos elementos de esa misma corporación y de la 
SSPDF intervinieron para evitar que continuara la agresión de que fueron objeto 
diversos asegurados; incluso los miembros del grupo BETA de Protección a Mi­
grantes tuvieron que brindarles los primeros auxilios. 

De la opinión emitida por un perito médico legista de esta Comisión Nacional, 
se desprende que las lesiones sufridas por el señor Ismelys Acosta Méndez po­
nían en peligro la vida, tardaban en sanar más de 15 días, ameritaban atención 
hospitalaria y dejaban deformidad en el rostro. Las lesiones que presentaron los 
señores Hugo Antonio Méndez Cuesta Cueto, Lorenzo Betancourt Álvarez, Mi­
guel Laureano Solís Batueca, Yoelvis Jiménez Román, Amanuel Berhane Tewol­
de, Bizunen Legases Chaka o Buzuneh Tedros, Thewodros Abebe Hans, Emmanuel 
Kwame y Gapaxoeb Barakhoev no ponían en peligro la vida, tardaban en sanar 
más de 15 días, ameritaban atención hospitalaria y dejaban incapacidad tempo­
ral. Las lesiones que sufrió el señor Francisco Acosta Sánchez no ponían en peli­
gro la vida, tardaban en sanar más de 15 días y ameritaban atención hospitalaria. 
Las lesiones que presentó el señor Omar Ricardo Riley no ponían en peligro la 
vida, tardaban en sanar más de 15 días y no ameritaban atención hospitalaria, y 
las lesiones que sufrió Alexander Fernández Delgado no ponían en peligro la vida, 
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Asimismo, de la opinión médica antes referida, se advierte que de acuerdo 

con las declaraciones relatadas por los extranjeros, sus antecedentes clínicos, las 
características, tipo y localización de las lesiones que sufrieron, se determinó que 
éstas les fueron provocadas de manera intencional cuando se encontraban en 
actitud pasiva. 

Una vez retomado el control de las instalaciones, 27 extranjeros, incluyendo 
los 24 lesionados, fueron llevados al área denominada aduana, y no obstante 
que ya habían sido sometidos, no representaban riesgo, ni oponían resistencia, y 
la gran mayoría estaban lesionados, fueron colocados boca abajo sobre el piso, 
atados de pies y manos con cinta canela; esto llamó la atención de este Organis­
mo Nacional, por constituir un trato indigno hacia las personas, tomando en 
consideración que, en términos del artículo 2 de la Declaración sobre la Protec­
ción de Todas las Personas contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhu­
manos o Degradantes, esa conducta constituye una ofensa a la dignidad huma­
na, y debe ser condenada como violación de los Derechos Humanos. 

Es importante resaltar que los artículos 12, fracciones I, II, IV y V, de la Ley de 
la Policía Federal Preventiva, y 132 de su Reglamento, prevén el marco de actua­
ción y los principios que deben observar los elementos de la PFP, cuya función 
primordial es salvaguardar la integridad y derechos de las personas, ciñendo su 
actuación a lo estrictamente establecido por el orden jurídico y al respeto a los 
Derechos Humanos. 

El artículo 12 de la Ley de la Policía Federal Preventiva establece el deber de 
sus miembros para que su actuación sea congruente, oportuna y proporcional al 
hecho, lo que en el caso particular no aconteció, toda vez que se acreditó que 
elementos de esa corporación ejercieron una fuerza desproporcionada a la resis­
tencia de los extranjeros, al golpearlos cuando ya se encontraban sometidos, 
incluso cuando algunos de ellos ya estaban en el piso y en actitud pasiva, inten­
tando cubrirse los golpes que les inferían los elementos policiales. 

Sin lugar a dudas, los elementos de la PFP que intervinieron en los hechos in­
vestigados, con su conducta igualmente transgredieron lo dispuesto en el artícu­
lo 19, último párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica­
nos, ya que se extralimitaron en sus funciones al atentar en contra de la integridad 
física de los agraviados, lo que se traduce en un uso excesivo de la fuerza, que de 
ninguna manera admite como justificación el hecho de que hayan llevado a cabo 
acciones para restablecer el orden y paz públicas en la estación migratoria, en el 
entendido de que los extranjeros que protagonizaron el bloqueo a la sección 
varonil de aseguramiento ya habían sido replegados o sometidos, y no significa­
ban riesgo alguno para la demás población asegurada o para los elementos poli­
ciales que ingresaron a esas instalaciones. 

Asimismo, el personal de la PFP involucrado en los hechos que dieron origen a 
esta Recomendación, probablemente dejó de cumplir los deberes contenidos en 
el artículo 8, fracciones I, VI y XXIV, de la Ley Federal de Responsabilidades 
Administrativas de los Servidores Públicos, las cuales establecen, respectivamen­
te, que todo servidor público tendrá la obligación de cumplir el servicio que le 
sea encomendado y abstenerse de cualquier acto u omisión que cause la suspen­
sión o deficiencia de dicho servicio o implique abuso o ejercicio indebido de un 
empleo, cargo o comisión, así como no incurrir en actos u omisiones que impli­
quen incumplimiento de cualquier disposición legal, reglamentaria o administra­
tiva relacionada con el servicio público. 

De igual forma, para este Organismo Nacional no pasó inadvertido que duran-
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y dos agentes federales de Migración, quienes, en términos generales, sufrieron 
diversos golpes que les provocaron edemas y equimosis, principalmente en ex­
tremidades superiores e inferiores, y en un sólo caso se documentó que el agen­
te federal de Migración Nicodemus Avelino Francisco presentó una herida de tres 
centímetros de extensión en la cabeza, que ameritó atención hospitalaria. 

Esta Comisión Nacional reconoce el uso legítimo de la fuerza por parte de las 
corporaciones policiales para reestablecer el orden al interior de las instalaciones 
de aseguramiento, y no así el exceso en el ejercicio de sus atribuciones, toda vez 
que, como ya se mencionó, a pesar de que los extranjeros fueron sometidos, y 
algunos de ellos incluso se encontraban lesionados e inmóviles en el piso, conti­
nuaban siendo objeto de agresiones por parte de los elementos de seguridad, 
con la intención de dañar su integridad física. 

Este Organismo Nacional ha señalado que la actuación de los elementos de la 
policía debe ser apegada a las disposiciones que le rigen y que está regida por los 
principios de finalidad, necesidad, debida motivación, proporcionalidad, no dis­
criminación y excepcionalidad del uso de la fuerza. 

Asimismo, que las acciones que la autoridad adopte deben ser proporcionales 
a las circunstancias de los hechos y, por consiguiente, debe existir correlación 
entre el fin buscado y los medios utilizados para ello, evitándose la utilización de 
medidas excesivas que causen daños innecesarios a la integridad de las perso­
nas. En suma, los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley deben limitar 
el uso de la fuerza al mínimo necesario. 

Al respecto, en la Recomendación General Número 12, emitida el 26 de enero 
de 2006, este Organismo Nacional sostuvo que los funcionarios o servidores 
públicos encargados de hacer cumplir la ley son garantes de la seguridad pública, 
la cual tiene como fines salvaguardar la integridad y derechos de las personas, 
así como preservar las libertades, el orden y la paz públicos. El Estado delega 
estas responsabilidades en las instituciones públicas y en los referidos funciona­
rios, de conformidad con los artículos 21, párrafo sexto, de la Constitución Polí­
tica de los Estados Unidos Mexicanos, y 3 de la Ley General que Establece las 
Bases de Coordinación del Sistema Nacional de Seguridad Pública. De tal forma 
que dichos servidores públicos tienen facultades para usar la fuerza conforme a 
diversos principios comunes y esenciales, como son la legalidad, la congruencia, 
la oportunidad y la proporcionalidad. La legalidad se refiere a que los actos que 
realicen deben estar expresamente previstos en las normas jurídicas. La con­
gruencia es la utilización del medio adecuado e idóneo que menos perjudique a 
la persona y a la sociedad. La oportunidad consiste en que deben actuar inme­
diatamente, con su mejor decisión, rapidez y eficacia cuando la vida u otro bien 
jurídico de alto valor estén en grave e inminente peligro y no haya más remedio 
que neutralizar con la fuerza o con las armas rápidamente al causante del mis­
mo. Mientras que la proporcionalidad significa la delimitación en abstracto de la 
relación de adecuación entre medio y fin en las hipótesis imaginables de uso de 
fuerza y la ponderación de bienes en cada caso concreto. 

Los principios antes citados encuentran su sustento en los artículos 3 del Códi­
go de Conducta para Funcionarios Encargados de Hacer Cumplir la Ley, y 4 de 
los Principios Básicos sobre el Empleo de la Fuerza y de Armas de Fuego por los 
Funcionarios Encargados de Hacer Cumplir la Ley. 

Respecto del uso de la fuerza, en dicho pronunciamiento se estableció que, en 
la medida de lo posible, los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley 
recurrirán a medios no violentos antes de utilizarla. Actuarán como respuesta a 
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en el caso concreto, como ya se mencionó, diversos extranjeros fueron agredi­
dos físicamente por elementos policiales incluso cuando ya se encontraban iner­
mes en el piso, usando la fuerza de manera excesiva con la intención de causar 
un daño a las personas. 

Asimismo, en la Recomendación General aludida se señaló que los servidores 
públicos o funcionarios encargados de hacer cumplir la ley tienen entre otros 
deberes legales, de acuerdo con el artículo 22, fracciones I, IV y VIII, de la Ley 
General que Establece las Bases de Coordinación del Sistema Nacional de Segu­
ridad Pública, conducirse siempre con apego al orden jurídico y el respeto a los De­
rechos Humanos; abstenerse de infligir, tolerar o permitir actos de tortura u otros 
tratos o sanciones crueles, inhumanos o degradantes, y velar por la vida e integri­
dad física de las personas detenidas. 

Aunado a lo anterior, llama la atención de este Organismo Nacional que los po­
licías al mando de los elementos de la PFP que participaron en el operativo poli­
cial realizado en la estación migratoria no llevaron a cabo acciones para impedir 
que sus subalternos lesionaran a los extranjeros agraviados, lo cual se advierte 
del video tomado por personal de esta Institución; asimismo, de las constancias 
que remitió esa Secretaría a su cargo no se desprende que el personal al mando 
de dicho operativo haya reportado los excesos que se cometieron, infringiendo 
con ello las disposiciones del artículo 135 del Reglamento de la Policía Federal 
Preventiva, que en su fracción XIX establece el deber de los elementos de esa 
corporación de informar a su superior jerárquico, a la brevedad posible, las omi­
siones, actos indebidos o constitutivos de delito, de sus subordinados o iguales 
en categoría jerárquica. 

Por todo lo anteriormente señalado, esta Comisión Nacional considera que la 
actuación de los elementos de la PFP que llevaron a cabo el operativo del 6 de 
marzo de 2006, en el interior de la estación migratoria del INM en la Delegación 
Iztapalapa, México, Distrito Federal, vulneraron en agravio de los extranjeros men­
cionados al inicio del presente capítulo sus Derechos Humanos a la legalidad, 
seguridad jurídica, integridad y seguridad personales, así como al trato digno, 
reconocidos en los artículos 1o.; 14, párrafo segundo; 16, párrafo primero; 19, 
último párrafo, y 22, párrafo primero, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos; 7 y 10.1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políti­
cos; 5.1 y 5.2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos; 16.1 de la 
Convención contra la Tortura y Otras Penas o Tratos Crueles, Inhumanos o Degra­
dantes; 1, 2 y 5 del Código de Conducta para Funcionarios Encargados de Hacer 
Cumplir la Ley, así como los puntos 4, 18, 19, 20 y 26 de los Principios Básicos 
sobre el Empleo de la Fuerza y de las Armas de Fuego por los Funcionarios En­
cargados de Hacer Cumplir La Ley. 

En virtud de lo anterior, esta Comisión Nacional de los Derechos Humanos 
formula respetuosamente a usted, señor Secretario, las siguientes: 

V. RECOMENDACIONES 

PRIMERA. Se dé vista al Órgano Interno de Control de la Secretaría de la Función 
Pública en la dependencia a su cargo, a fin de que se inicie y resuelva, conforme 
a Derecho, el procedimiento administrativo que corresponda para determinar la 
responsabilidad en que hayan incurrido los elementos que realizaron el uso exce­
sivo de la fuerza en agravio de los extranjeros que participaron en los hechos 
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México, D. F., 27 de noviembre de 2006 

Caso relativo a los hechos que se presentaron en las inmediaciones del Palacio 
de San Lázaro del H. Congreso de la Unión, del 14 de agosto 
al 1 de septiembre de 2006 

Lic. Eduardo Medina Mora Icaza, 
Secretario de Seguridad Pública 

Gral. de División D. E. M. José Armando Tamayo Casillas, 
Jefe del Estado Mayor Presidencial 

Distinguidos señores: 

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, con fundamento en los artículos 102, apartado B, 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1o.; 3o.; 6o., fracciones II y III; 15, frac­
ción VII; 44, y 46, de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, así como 128, 129, 
130, 131, 132, 133 y 136 de su Reglamento Interno, ha examinado los elementos contenidos en el 
expediente 2006/3927/1/Q, relacionados con el caso de las quejas presentadas por los Diputados 
Federales, así como por vecinos de las inmediaciones del Palacio de San Lázaro del H. Congreso de la 
Unión en esta ciudad de México, y vistos los siguientes: 

I. HECHOS 

A. El 14 de agosto de 2006 se comunicó, vía telefónica, a esta Comisión Nacional 
de los Derechos Humanos la entonces Diputada Federal Eliana García Laguna, 
con la finalidad de indicar que al llegar un autobús al Palacio de San Lázaro del H. 
Congreso de la Unión con manifestantes, elementos de la Policía Federal Preven­
tiva (PFP) y del Estado Mayor Presidencial les impidieron instalarse en las entra­
das de la Cámara de Diputados, situación por la cual solicitó la intervención de 
personal de este Organismo Nacional, ya que temía por la integridad física de Le­
gisladores que se encontraban entre ese grupo de manifestantes. 

Asimismo, la señora Norma Martínez Loustalot se comunicó en la misma fe­
cha, vía telefónica, a esta Comisión Nacional, a fin de presentar una queja en la 
cual refirió que varias personas que arribaron al acceso principal de la sede del 
recinto del Palacio Legislativo de San Lázaro, ubicado en avenida Congreso de la 
Unión, para realizar una manifestación, fueron agredidos físicamente por elemen­
tos de la Policía Federal Preventiva, además de que no les permitieron descender 
de los vehículos en los que se transportaban, por lo cual entre 50 y 100 personas se 
encontraban cercadas por integrantes de esa corporación. En tal virtud, en ese mo­
mento solicitó la intervención de servidores públicos de esta Comisión Nacional. 

De igual forma, la señora Lidia Reyes Melitón, vecina del Palacio Legislativo de 
San Lázaro, entabló comunicación, vía telefónica, con personal de este Organis­
mo Nacional para indicar que con motivo de las manifestaciones que realizaban 
un grupo de personas en ese recinto legislativo, elementos de la Policía Federal Pre­
ventiva cerraron los accesos viales a sus viviendas y les exigían la presentación de 
la credencial para votar expedida por el Instituto Federal Electoral, para dejarlos 
pasar a sus domicilios, lo cual consideraron violatorio de sus Derechos Humanos. 

En la misma fecha, con la finalidad de recabar información respecto de los he-
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cias de trabajo, tanto en el interior del mencionado recinto del Congreso de la 
Unión como en el exterior, por lo que se procedió a entrevistar a algunos de los 
entonces Diputados Federales, quienes narraron la forma en que fueron agredi­
dos por los elementos de la Policía Federal Preventiva y del Estado Mayor Presi­
dencial; además, indicaron que en todo momento se hizo del conocimiento de 
esas autoridades que eran Diputados Federales y que la manifestación que reali­
zarían sería de forma pacífica. 

B. Posteriormente, los días 17 y 25 de agosto de 2006, diversos Diputados Fede­
rales de la LIX Legislatura interpusieron de manera formal su queja ante esta 
Comisión Nacional en contra de los actos cometidos el 14 de agosto de 2006 por 
elementos de la Policía Federal Preventiva y del Estado Mayor Presidencial, así 
como por el estado en que se encontraba el recinto legislativo de San Lázaro y la 
violación flagrante al libre tránsito en que incurrían esas autoridades, con motivo 
de la instalación de retenes en las inmediaciones de la Cámara de Diputados. 

C. El 21 de agosto de 2006, se recibió en este Organismo Nacional la queja que 
presentó el señor Anselmo González Rodríguez, vía correo electrónico, ante la 
Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal, en la cual manifestó su in-
conformidad, ya que cuando acudía a la zona donde se encuentra el Palacio 
Legislativo de San Lázaro, la Policía Federal Preventiva le solicitaba alguna identi­
ficación oficial (credencial de elector, pasaporte o cartilla militar) para que pudie­
ra circular por esa zona; además le preguntaban si era simpatizante del Partido 
de la Revolución Democrática, lo cual consideraba que vulneraba sus Derechos 
Humanos, ya que se le está violando su derecho al libre tránsito, aunado a que 
no tiene obligación de divulgar sus preferencias partidistas. 

En esa misma fecha, la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal 
remitió la queja que presentó la señora Evelia Manríquez Miranda, vía correo 
electrónico, en la cual manifestaba su molestia con el bloqueo que realizó el Es­
tado Mayor Presidencial y la Policía Federal Preventiva en la avenida Congreso de 
la Unión, ya que vulneraba su derecho al libre tránsito por esa vía de paso para su 
domicilio. 

Ese mismo día se recibió la queja que presentó el señor Luis Beltrán, ante la 
Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal, en la cual manifestaba su 
inconformidad con los bloqueos que implementó la Policía Federal Preventiva en 
la avenida Congreso de la Unión y en calles aledañas, ya que son la ruta que usa 
para acudir a su centro de labores. 

El 23 de agosto de 2006, la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Fede­
ral remitió a este Organismo Nacional la queja que presentó el señor Carlos 
López, vía correo electrónico, en la cual manifestaba su inconformidad debido a 
que el Estado Mayor Presidencial y la Policía Federal Preventiva les impedían 
transitar (aun a pie) por las calles aledañas al Palacio Legislativo de San Lázaro. 

El 28 y 29 de agosto de 2006 se recibió la queja que presentó el señor Roberto 
Galicia Galicia, Coordinador del Comité Vecinal de la colonia 10 de Mayo, ante la 
Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal, en la cual solicitaba fueran 
respetados los Derechos Humanos de los vecinos de esa colonia, ya que aun con 
credencial de elector se les impide el acceso o se les envía a otro retén; además 
de que se les niega la entrada a esa colonia a los familiares, visitantes y proveedo­
res de servicios. De igual forma, indicó que el corte de circulación en algunos 
puntos ha provocado el atropellamiento de vecinos del lugar. 

El 30 de agosto de 2006, la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Fede-
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ricio Fabián García Rosas y Berenice Téllez García, representantes de las colonias 
El Parque y Aarón Sáenz, mediante la cual se inconformaban debido a que a partir 
del 15 de agosto de 2006 las colonias aledañas al Palacio Legislativo de San Lá­
zaro fueron prácticamente sitiadas por elementos del Estado Mayor Presidencial y 
de la Policía Federal Preventiva; además de que sus menores hijos tienen que es­
perar a que llegue un adulto para que puedan pasar, toda vez que como son me­
nores de edad no cuentan con credencial de elector. Precisaron que varios de los 
elementos de esas corporaciones les dijeron que recogieran sus pertenencias más 
indispensables, ya que a partir del 31 de agosto de 2006 no podría ingresar a sus 
domicilios ni con la credencial expedida por el Instituto Federal Electoral; aunado 
a lo anterior, los elementos de esas corporaciones se han comportado con todas 
las personas que por ahí transitaban de forma prepotente e intimidante. 

D. Por último, el personal de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos acu­
dió el 1 de septiembre de 2006 al Palacio Legislativo de San Lázaro, con objeto 
de dar fe de la situación que prevalecía con motivo del dispositivo policiaco y de 
seguridad implementado en la periferia del Congreso de la Unión por el Estado 
Mayor Presidencial y la Policía Federal Preventiva. 

II. EVIDENCIAS 

En el presente caso las constituyen: 

A. Las actas circunstanciadas del 14 de agosto de 2006, iniciadas con motivo de 
las llamadas telefónicas realizadas por Eliana García Laguna, entonces Diputada 
Federal, así como por las señoras Norma Martínez Loustalot y Lidia Reyes Melitón, 
quejosas en el presente asunto, a través de las cuales expresaron su inconformi­
dad con los hechos ocurridos en el exterior del Congreso de la Unión. 

B. El acta circunstanciada del 14 de agosto de 2006, elaborada por personal de 
esta Comisión Nacional, con motivo de la entrevista realizada en el interior del Pa­
lacio Legislativo de San Lázaro a los Diputados Federales Eliana García Laguna, Juan 
José García Ochoa y Bernardino Ramos Iturbide, relacionados con los hechos 
acontecidos en la Cámara de Diputados ese mismo día, así como de las agresio­
nes que sufrieron los Diputados Federales por parte de elementos del Estado 
Mayor Presidencial y de la Policía Federal Preventiva. 

C. El certificado médico del 14 de agosto de 2006, suscrito por el doctor Óscar 
Antonio Abreu Ramos, adscrito a la Dirección de Servicios Médicos de la Cámara 
de Diputados, a través del cual hace constar las lesiones que presentaba el Dipu­
tado Federal Juan José García Ochoa. 

D. La copia simple de la averiguación previa FACI/50/T2/775/06-08, radicada en 
la Agencia Central Investigadora Número 50 del Ministerio Público adscrito al Se­
gundo Turno de la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal, de la que 
se destacan, por su importancia, la denuncia de hechos de los entonces Diputa­
dos Federales Clara Marina Brugada Molina, María de los Dolores Padierna Luna, 
Elías Miguel Moreno Brizuela, María Elena Torres Baltasar, María Angélica Díaz 
del Campo e Iván García Solís, así como los dictámenes médicos relativos a las agre­
siones que sufrieron los Diputados el 14 de agosto de 2006 por personal de la Policía 
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E. Las actas circunstanciadas de los días 15, 16, 24, 25 y 27 de agosto, y 1 de 
septiembre de 2006, respectivamente, elaboradas por personal de este Organis­
mo Nacional, a través de las cuales se asentaron las diligencias de trabajo que se 
efectuaron en el Congreso de la Unión, junto con las cuales se anexaron vi­
deograbaciones, fotografías y grabaciones de audio. 

F. Los escritos de ratificación de queja del 17 y 25 de agosto de 2006, presenta­
dos por Diputados Federales, relacionados con los hechos acontecidos en el 
Congreso de la Unión el 14 de agosto de 2006. 

G. El acta circunstanciada del 25 de agosto de 2006, a través de la cual se hace 
constar la recepción de un video proporcionado por el Área de Comunicación 
Social del Partido de la Revolución Democrática, en las que se muestran los he­
chos suscitados el 14 de agosto de 2006 en las inmediaciones del Palacio Legis­
lativo de San Lázaro. 

H. Los escritos de queja de los días 21, 23, 28, 29 y 30 de agosto de 2006, 
presentados por los vecinos de la colonias aledañas a Palacio Legislativo de San 
Lázaro, así como por ciudadanos que por ahí transitan por cuestiones laborales. 

I. La solicitud de medidas cautelares formuladas a la Secretaría de Seguridad 
Pública y al Estado Mayor Presidencial, mediante los oficios 28030 y 28029, 
respectivamente, del 30 de agosto de 2006. 

J. El oficio DGAJ/1500/484/2006, del 31 de agosto de 2006, mediante el cual el 
Director General de Asuntos Jurídicos de la Cámara de Diputados proporcionó a 
esta Comisión Nacional la información requerida, a través de la cual precisó las 
medidas implementadas por el Presidente de la Mesa Directiva de la Cámara de 
Diputados, para salvaguardar la integridad de los Legisladores y empleados 
de ese recinto legislativo, al que se agregó el acta notarial suscrita por el titular de 
la Notaría 243 del Distrito Federal. 

K. El oficio 19117, del 8 de septiembre de 2006, a través del cual el Jefe del 
Grupo Jurídico y representante legal del Estado Mayor Presidencial proporcionó 
a este Organismo Nacional la información requerida, mediante la cual se indicó 
que esa instancia es la responsable de salvaguardar la integridad del titular del 
Ejecutivo Federal, así como de todos los actores políticos que se congregarían en 
el interior del Palacio Legislativo el 1 de septiembre de 2006. 

L. El oficio CGPCDH/DGADH/2159/2006, del 12 de septiembre de 2006, me­
diante el cual el Director General adjunto de Derechos Humanos de la Secretaría 
de Seguridad Pública Federal remitió a esta Comisión Nacional la información 
solicitada, a través de la cual indicó que prestaron su apoyo por la solicitud que 
les hizo el 1 de agosto de 2006 el Presidente de la Mesa Directiva de la Cámara 
de Diputados, toda vez que se llevaría a cabo la sesión de apertura del primer 
periodo de sesiones ordinarias del primer año de ejercicio de la LX Legislatura del 
Congreso General, por lo que requerían se proporcionara la protección necesaria 
para la seguridad de las instalaciones del Palacio Legislativo de San Lázaro. 

M. Los oficios CGPCDH/DGADH/2183/2006 y CGPCDH/DGADH/2213/2006, 
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Director de Derechos Humanos y Organizaciones Sociales Especializadas de la 
Secretaría de Seguridad Pública Federal proporcionó a este Organismo Nacional 
la información requerida, mediante la cual informó que esa Secretaría, por con­
ducto de la Policía Federal Preventiva, tiene como función primordial salvaguar­
dar la integridad y derechos de las personas, prevenir la comisión de delitos, así 
como preservar las libertades, el orden y la paz públicos, en términos del marco 
jurídico que los rige. 

N. El oficio D.G.P.L. 60-II-6-165, del 30 de octubre de 2006, a través del cual el 
Presidente y el Secretario de la Mesa Directiva de la LX Legislatura de la Cámara 
de Diputados remite el Punto de Acuerdo aprobado en la sesión celebrada en 
la misma fecha, que establece: “Único. La Cámara de Diputados del Congreso 
de la Unión exhorta al titular de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, 
para que emita la resolución sobre la queja interpuesta al caso del uso excesivo 
de la Fuerza Militar y Policiaca establecida en el Palacio Legislativo de San Lázaro 
y sobre las lesiones y malos tratos inferidos a Legisladores Federales”. 

III. SITUACIÓN JURÍDICA 

La Mesa Directiva de la Cámara de Diputados solicitó el apoyo del Estado Mayor 
Presidencial, a través del oficio LIX-III/PMS-ST/52/06, del 1 de agosto de 2006, 
con la finalidad de garantizar la seguridad de las instalaciones y de los asistentes 
al desarrollo de la sesión del Congreso General del 1 de septiembre del año en 
curso, autoridad que a su vez llevó a cabo un operativo en colaboración con la 
Policía Federal Preventiva, consistente en el bloqueo de las calles aledañas e 
inmediaciones de la Cámara de Diputados, al estimar que con fundamento en 
los artículos 15, 104 y 105 de la Ley Orgánica del Ejército y Fuerza Aérea Mexica­
nos, así como 4, fracción I, y 6, del Reglamento del Estado Mayor Presidencial, 
tienen facultades para realizar las tareas de logística, seguridad y organización 
que consideren pertinentes para el desarrollo de la mencionada sesión. 

Asimismo, la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados solicitó el apoyo a la 
Policía Federal Preventiva, a través del oficio LIX-III/PMS-ST/52/06, del 1 de agos­
to de 2006, con fundamento en lo previsto en los artículos 65 y 69 de la Consti­
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como 5, 6 y 7 de la Ley 
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, para “que el 
Estado Mayor Presidencial colabore con los órganos de administración interna 
de la Cámara de Diputados en las tareas de logística, seguridad y organización 
que se consideren pertinentes, antes, durante y al término de la Sesión del Con­
greso General”. 

El 14 de agosto de 2006 un grupo de personas pretendía efectuar una mani­
festación en el exterior del Palacio Legislativo de San Lázaro, y al momento en 
que trataron de instalar sus campamentos en las inmediaciones de ese recinto 
legislativo, personal del Estado Mayor Presidencial y de la Policía Federal Preven­
tiva intervino con la finalidad de que no se instalaran los manifestantes en el 
citado lugar; dichas autoridades, mediante el uso de la fuerza, desalojaron a los 
inconformes utilizando incluso gases lacrimógenos, y en consecuencia resulta­
ron agredidos varios Legisladores Federales, quines acompañaban a las personas 
que pretendían instalar dichos campamentos. 

Por tal razón, las personas agredidas acudieron a presentar las denuncias res-
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adscrito al Segundo Turno de la Procuraduría General de Justicia del Distrito Fe­
deral, por los delitos de lesiones, abuso de autoridad, privación ilegal de la liber­
tad y los que resulten, por lo que se inició la averiguación previa FACI/50/T2/ 
775/06-08; indagatoria dentro de la cual el representante social respectivo dio fe 
de las lesiones que presentaban los denunciantes, que a su vez señalaron como 
autoridades responsables a elementos de la Policía Federal Preventiva y del Esta­
do Mayor Presidencial. 

Por otra parte, se advirtió que con motivo de los hechos ocurridos el 14 de 
agosto de 2006, elementos del Estado Mayor Presidencial y de la Policía Federal 
Preventiva implementaron un dispositivo de seguridad en la periferia del Palacio 
Legislativo de San Lázaro, el cual consistió en la instalación de vallas metálicas 
bajo la custodia de personal de esas corporaciones, operativo que se prolongó 
hasta el 1 de septiembre del año en curso, con lo cual se atentó contra el libre 
tránsito de la ciudadanía en el Distrito Federal, toda vez que esas autoridades ac­
tuaron de forma desproporcionada con respecto a las facultades que les otorgan 
el marco jurídico que rige sus funciones. 

IV. OBSERVACIONES 

Antes de entrar al análisis de las violaciones a los Derechos Humanos que se acre­
ditaron con motivo de las investigaciones realizadas por esta Comisión Nacional, 
es importante destacar que al Estado mexicano le corresponde actuar con efi­
ciencia, eficacia y firme determinación para lograr una sociedad en la que impere 
el Estado de Derecho. En consecuencia, el respeto a la ley constituye la base 
fundamental para una convivencia social armónica; para que éste prevalezca y se 
garantice la seguridad de las personas y sus bienes, se requiere que los indivi­
duos y las autoridades se conduzcan conforme a las leyes, y cuando éstas son 
violentadas es necesaria, entonces, la actuación decidida del Estado en el com­
bate a la inseguridad. 

Esta Comisión Nacional no se opone a la prevención de los delitos o bien a la 
aplicación de medidas de seguridad a favor de las personas o de las instituciones, 
por el contrario, hace patente la necesidad de que el Estado, a través de sus 
instituciones públicas, cumpla con los deberes a su cargo de resguardar los dere­
chos de todas las personas, con apego a la ley, sin embargo, está plenamente 
convencida de que ninguna medida de seguridad debe ser implementada al 
margen de la Constitución. 

Del análisis lógico-jurídico al conjunto de evidencias que en el presente asunto 
se allegó esta Comisión Nacional, se acreditaron violaciones a los derechos fun­
damentales de legalidad, seguridad jurídica, libre tránsito y manifestación, respe­
to al fuero constitucional y a la integridad física con motivo de un ejercicio inde­
bido de la función pública, atribuible a servidores públicos del Estado Mayor 
Presidencial y de la Policía Federal Preventiva, en agravio de los entonces Diputa­
dos Federales de la LIX Legislatura, un Senador de la República, así como mani­
festantes y vecinos de las colonias aledañas al Congreso de la Unión, por las si­
guientes consideraciones: 

A. El 14 de agosto de 2006, la señora Norma Martínez Loustalot precisó a este 
Organismo Nacional que en compañía de aproximadamente 100 personas pre­
tendían efectuar una manifestación, y por ello se instalaron en forma pacífica a 
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tados Unidos Mexicanos; 10 de la Ley Federal de Responsabilidades Administra­
tivas de los Servidores Públicos, así como 37, fracción XVII, de la Ley Orgánica de 
la Administración Pública Federal, se inicie y determine, a la brevedad posible y 
conforme a Derecho, el procedimiento administrativo de investigación corres­
pondiente en contra de los elementos de la Policita Federal Preventiva de la Se­
cretaría de Seguridad Pública que participaron en el operativo que se desplegó 
a partir del 14 de agosto de 2006 en el exterior del Palacio Legislativo de San 
Lázaro. 

De igual forma, las acciones y omisiones del Estado Mayor Presidencial susci­
tados desde el 14 de agosto de 2006 al 1 de septiembre del presente año trans­
gredieron el derecho a la legalidad, seguridad jurídica y manifestación que recono­
cen los artículos 9, y 16, primer párrafo, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, toda vez que es obligación de esa instancia respetar el dere­
cho de reunión pacífica; además, debe velar por el respeto a la integridad perso­
nal que la Constitución contempla, ya que como órgano encargado de la logís­
tica del operativo fue omiso ante las acciones realizadas por los elementos de la 
Policía Federal Preventiva, pues su deber, como instancia coordinadora del dispo­
sitivo de seguridad es vigilar que el personal de la Policía Federal Preventiva no se 
excediera en el ejercicio de sus atribuciones respecto del uso de la fuerza pública. 

En el mismo sentido, esta Comisión Nacional considera que no pueden ni de­
ben tolerarse actos como los suscitados el 14 de agosto de 2006 en las inmedia­
ciones del Palacio de San Lázaro del H. Congreso de la Unión, y que los mismos 
se traduzcan en una forma de solución a las expresiones públicas, pacíficas y exen­
tas de violencia, que realizaban diversos ciudadanos de entre los que se encon­
traban algunos de los entonces Legisladores Federales de la LIX Legislatura, toda 
vez que tienen como todo ciudadano el derecho fundamental de reunión esta­
blecido en el artículo 9o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi­
canos. 

De lo anterior, resulta claro que el derecho fundamental de reunión debe sal­
vaguardarse en cada una de sus partes que lo integran, toda vez que el beneficio 
obtenido viene a ser el interés jurídicamente protegido, o sea un derecho especí­
fico que corresponde a cada miembro del Poder Legislativo, y que la investidura 
del Legislador tiende a ser protegida constitucionalmente con objeto de que su 
función de soberanía no se menoscabe ni se vea amenazada, circunstancia por la 
cual es indispensable convenir en que esa inmunidad instituida en favor del órga­
no legislativo obligue a los demás Poderes a proteger la investidura que la misma 
Constitución le otorga; por lo tanto, el Poder Legislativo no puede ni debe permi­
tir actos que atenten o supongan alguna violación al fuero constitucional de las 
que son garantes los miembros de esa institución, mismo que los protege de toda 
coacción interna y/o externa que atente contra sus facultades, y es por esa razón 
que el interés de la sociedad exige que las acciones legislativas sean independien­
tes de todos los intereses personales o grupales existentes. 

En consecuencia, este Organismo Nacional considera pertinente que el Jefe del 
Estado Mayor Presidencial dé vista a la Contraloría y Ayudantía General de esa 
instancia, para que, con fundamento en el artículo 14, fracciones III y IV, del Re­
glamento del Estado Mayor Presidencial, realice las diligencias de investigación 
correspondientes para deslindar la responsabilidad de los servidores públicos que 
coordinaron el operativo que se desplegó a partir del 14 de agosto de 2006 en el 
exterior del Palacio Legislativo de San Lázaro, debido a que el mismo fue excesi­
vo y dejaron de observar los Derechos Humanos de los manifestantes, así como 

GACETA 
NOV/2006 de los entonces Diputados Federales de la LIX Legislatura. 

Re
co

m
en

da
ci

on
es


 

114 





 

 

 

 

ACETA
G 
De igual forma, otras personas que por temor no proporcionaron su nombre, 

indicaron que “trabajan en esas colonias y se les había restringido el paso, situa­
ción que los privaba realizar su actividad laboral”; otros, que tienen negocios en 
las colonias que quedaron dentro de las vallas metálicas, precisaron que “sus 
ventas habían disminuido a raíz de la instrumentación del operativo, lo cual va en 
detrimento de su economía familiar”; además, algunos solicitaron a esta Comi­
sión Nacional se tuviera en reserva su nombre, pues manifestaron que “algunos 
vecinos habían sufrido diferentes tipos de incidentes en su integridad física al 
tener que rodear por zonas alejadas de sus domicilios particulares; además, que 
las señoras que llevaban a sus hijos a la escuela requerían de más tiempo para 
que sus descendientes llegaran a buena hora a su centro escolar”. 

En tal sentido, el Director General adjunto de Derechos Humanos, así como el 
Director de Derechos Humanos y Organizaciones Especializadas, ambos de la Se­
cretaría de Seguridad Pública, al rendir su informe a esta Comisión Nacional, 
precisaron que la Policía Federal Preventiva “actuó en el dispositivo de seguridad 
en cumplimiento de una responsabilidad constitucional y legal para salvaguardar 
la integridad de miles de personas, para prevenir la comisión de delitos, así como 
para preservar el orden y la paz pública, y garantizar el libre tránsito a las perso­
nas, basada en los principios de legalidad y respeto a los Derechos Humanos; de 
lo que se desprende que los servidores públicos que colaboraron en el resguardo 
de las instalaciones del Palacio Legislativo de San Lázaro, cumplieron con la ins­
trucción de ajustarse en todo momento a los principios de legalidad, eficiencia, 
profesionalismo y honradez, bajo las órdenes del mando encargado de la seguri­
dad de esas instalaciones, ya que las mismas se vieron amenazadas por un grupo 
de personas que tenían como finalidad desestabilizar las actividades inherentes de 
ese recinto legislativo”. 

Asimismo, el Jefe del Grupo Jurídico y representante legal del Estado Mayor 
Presidencial destacó que siendo menester de ese organismo coordinar el disposi­
tivo de seguridad que se implementa año con año en las inmediaciones y al in­
terior del recinto legislativo, previo y durante el desarrollo de la sesión de apertura 
del Periodo de Sesiones Ordinarias del Congreso General, y a la tradicional entre­
ga del informe del Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, esa instancia, pre­
vio estudio y valoración en colaboración y coordinación con las fuerzas de segu­
ridad pública federal y local, así como con los responsables de la seguridad interna 
de la Cámara de Diputados, adoptaron “medidas de seguridad proporcionales 
a los riesgos y amenazas anunciadas por las fuerzas opositoras…”, circunstancia 
que los obligó a tomar las medidas necesarias para salvaguardar la seguridad 
tanto del titular del Ejecutivo Federal, como de las instalaciones de ese recinto 
legislativo, no obstante que se causaron ciertas incomodidades a los vecinos del 
lugar; sin embargo, “de no haberlas adoptado se hubiera puesto en grave riesgo 
la seguridad de los antes mencionados, lo cual constituiría una gran omisión en 
caso de que se diera una agresión física u otros ilícitos”. “Con el establecimiento 
de las medidas de seguridad se causaron diversas molestias a los vecinos del lugar, 
sin embargo, dichas prevenciones contribuyeron a la propia seguridad de éstos; 
por otra parte, no se le impidió el libre tránsito, sino que sólo se adecuó a ciertas 
medidas necesarias, particularmente porque existen otras calles para llegar al mis­
mo destino…” 

Por su parte, el Director General de Asuntos Jurídicos de la Cámara de Diputa­
dos, mediante el oficio número DGAJ/1500/484/2006, del 31 de agosto de 2006, 
refirió que, “en efecto, la Presidencia de la Mesa Directiva solicitó a las autorida-
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De igual manera, para este Organismo Nacional no pasó inadvertido que tan­

to el Estado Mayor Presidencial como la Policía Federal Preventiva fueron omi­
sas en dar respuesta de manera oportuna a esta Comisión Nacional, respecto de 
las medidas cautelares solicitadas, para salvaguardar los derechos de las perso­
nas, las cuales consistían en implementar las acciones procedentes a fin de que 
se prestara a los vecinos de la zona y a los Diputados Federales, así como al per­
sonal que labora en el interior del Palacio Legislativo de San Lázaro y sus alrede­
dores, las medidas necesarias para el libre tránsito y acceso a sus domicilios y 
centros de trabajo, con independencia de las medidas de seguridad necesarias, 
petición que fue soslayada por esas corporaciones, ya que la respuesta se remitió 
por parte del Estado Mayor Presidencial y de la Secretaría de Seguridad Pública 
hasta los días 7 y 13 de septiembre de 2006, respectivamente. 

Para esta Comisión Nacional, el proceder de los servidores públicos de las de­
pendencias públicas mencionadas resultó arbitrario, ya que originó un acto de mo­
lestia que no tuvo como base un mandamiento escrito de una autoridad compe­
tente, tal como lo prevé el articulo 16, párrafo primero, de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos; es decir, para que una autoridad administrati­
va actúe en forma válida es necesario que en forma expresa y de manera previa 
esté facultada o autorizada para ello, y en el caso concreto, el Estado Mayor 
Presidencial y la Policía Federal Preventiva no son la instancia facultada para 
autorizar la aplicación de una medida que, sin lugar a dudas, limita la libertad de 
tránsito; además de que carecen de tales facultades para restringir un derecho 
fundamental, los servidores públicos de esas dependencias implementaron pues­
tos de control para restringir el acceso a esas zonas públicas aledañas a ese re­
cinto legislativo, sin que existiera una disposición legal en la que se encuentre 
sustentada su actuación, vulnerándose, en consecuencia, el derecho a la legali­
dad que el precepto constitucional en cita prevé. 

Las medidas de seguridad implementadas en las inmediaciones del Palacio de 
San Lázaro del Congreso de la Unión generaron una afectación al derecho a la 
libertad de tránsito de quienes transitan, tanto por cuestiones laborales como 
por tener su domicilio en las cercanías de ese lugar, y resulta inadmisible, en el 
contexto jurídico constitucional, anteponer acciones de seguridad pública no 
reconocidas en la ley a los derechos fundamentales de las personas, o bien, sos­
tener un criterio que propicie la proliferación y fortalecimiento de fenómenos que 
atenten contra los integrantes de un grupo social, así como cualquier otro que fa­
vorezca la arbitrariedad de los órganos del Estado y que, bajo el pretexto de la 
seguridad pública, puedan vulnerar los derechos fundamentales de las personas. 

En tal virtud, resulta necesario establecer un equilibrio entre la defensa plena 
de los Derechos Humanos y la seguridad pública. En ese sentido, esta Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos observa que las medidas de seguridad afec­
taron a terceras personas que por distintas razones requerían circular o trasladar­
se por los lugares que fueron cercados, y vulneraron con ello su derecho al libre 
tránsito. 

Por lo expuesto, tanto las acciones y omisiones atribuibles a los servidores 
públicos del Estado Mayor Presidencial y de la Policía Federal Preventiva encarga­
dos del desalojo de los manifestantes el 14 de agosto de 2006, como la instala­
ción de vallas metálicas para bloquear las inmediaciones del Palacio Legislativo 
de San Lázaro por el periodo comprendido del referido día al 1 de septiembre de 
2006, propiciaron una vulneración a los derecho a la legalidad, seguridad jurídi­
ca, integridad física, manifestación, reunión y libertad de tránsito que reconocen 
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Estados Unidos Mexicanos; 5, 13, 15 y 22 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos; 12 y 21 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políti­
cos, así como los numerales 1, 2, 3, y 8 del Código de Conducta para Funcio­
narios Encargados de Hacer Cumplir la Ley, y los artículos 1, 4, 12 y 13 de los 
Principios Básicos sobre el Empleo de la Fuerza y de Armas de Fuego por los Fun­
cionarios Encargados de Hacer Cumplir la Ley, adoptados por el Octavo Congre­
so de las Naciones Unidas sobre la Prevención del Delito y Tratamiento del Delin­
cuente. 

En virtud de lo anterior, esta Comisión Nacional de los Derechos Humanos 
formula a ustedes, respetuosamente, las siguientes: 

V. RECOMENDACIONES 

A usted, señor Secretario de Seguridad Pública: 

PRIMERA. Se dé vista al Órgano Interno de Control en la Policía Federal Preven­
tiva para que se inicie un procedimiento administrativo de investigación en con­
tra de los elementos de esa corporación que se excedieron en el uso de la fuerza 
física el pasado 14 de agosto de 2006 en las inmediaciones del Palacio de San 
Lázaro del H. Congreso de la Unión, con base en las consideraciones precisadas 
en el capítulo de observaciones de esta Recomendación, debiéndose informar a 
esta Comisión Nacional desde su inicio hasta su resolución. 

SEGUNDA. Se dé vista al representante social de la Federación del contenido del 
presente documento para que en el ámbito de su respectiva competencia inicie 
la averiguación previa en contra de los elementos de la Policía Federal Preventiva 
que trasgredieron los Derechos Humanos de los entonces Diputados Federales 
de la LIX Legislatura, manifestantes y vecinos de las colonias aledañas al Palacio 
Legislativo de San Lázaro, debiéndose informar a esta Comisión Nacional desde 
su inicio hasta su determinación. 

TERCERA. Gire sus instrucciones a quien corresponda a efecto de que se imple­
menten las acciones necesarias para que se otorgue al personal de esa Secretaría 
la capacitación adecuada para evitar las anomalías como las que dieron origen al 
presente documento. 

CUARTA. Se giren las instrucciones necesarias y se tomen las medidas adminis­
trativas correspondientes a efecto de que los servidores públicos de esa depen­
dencia, ante cualquier uso excesivo de la fuerza física, observen de manera pun­
tual y permanente el contenido de las disposiciones contenidas en el capítulo 
tercero de su ley, debiendo adoptar las providencias necesarias para salvaguar­
dar los Derechos Humanos de las personas. 

A usted, señor Jefe del Estado Mayor Presidencial: 

PRIMERA. Se dé vista a la Contraloría y Ayudantía General del Estado Mayor 
Presidencial para que se inicie un procedimiento administrativo de investigación 
en contra de los elementos de esa corporación que se excedieron en el uso de la 
fuerza física el pasado 14 de agosto de 2006 en las inmediaciones del Palacio de 
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de Investigación para Menores de la Procuraduría General de Justicia del Distrito 
Federal, que integró la averiguación previa FAM/57T1/326/06-03, en atención a 
que mantuvo detenidos a los agraviados por espacio de seis y ocho y media horas, 
respectivamente, sin ponerlos de inmediato a disposición de la enunciada Dirección de 
Comisionados de Menores, además de que el monto de la caución que les fijó a éstos 
para concederles la libertad no es proporcional con el monto de lo robado, a saber, 
dos chocolates valuados en $30.00 (Treinta pesos 00/100 M. N.), y hubo una inade­
cuada conservación y embalaje del objeto del delito; así como dar vista al Ministerio 
Público de la Federación para que inicie la averiguación previa correspondiente. 

México, D. F., 29 de noviembre de 2006 

Sobre el caso de los menores DBGC y KMRL 

Lic. Alejandro Encinas Rodríguez,
 
Jefe de Gobierno del Distrito Federal
 

Distinguido Jefe de Gobierno: 

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 
102, apartado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1o.; 6o., fracciones I, 
II y III; 15, fracción VII; 24, fracción IV; 44, y 51, de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos, así como 123 de su Reglamento Interno, ha examinado los elementos contenidos en el ex­
pediente 2006/3695/3/Q, relacionados con el caso de los menores DBGC y KMRL, y vistos los si­
guientes: 

I. HECHOS 

A. El 14 de julio de 2006 se recibió en esta Comisión Nacional un escrito de queja 
signado por el menor DBGC, en el que asentó que aproximadamente a las 14:00 
horas del 10 de marzo del año en curso, cuando caminaba en compañía de la 
también menor KMRL por la calle Benjamín Franklin, en la colonia Escandón, De­
legación Miguel Hidalgo, en esta ciudad, y pasaban por la tienda denominada 
“Extra”, el propietario de la misma “jaló” a la menor para meterla en dicha nego­
ciación, y le dijo que el día anterior le había robado, motivo por el cual el quejoso 
la defendió, pero el aludido sujeto sometió a ambos y posteriormente los acusó de 
que en días anteriores le habían robado; así, 20 minutos después, llegaron tres 
patrullas con elementos de la Secretaría de Seguridad Pública del Distrito Fede­
ral, los cuales trasladaron a los agraviados a la Agencia del Ministerio Público 
Número 57 de la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal. 

Una vez que los menores de referencia fueron puestos a disposición de la Re­
presentación Social, estuvieron detenidos aproximadamente siete horas con 30 
minutos, pues fue hasta las 21:00 horas que llevaron al menor DBGC ante su padre 
y un abogado, momento en el cual fueron informados del inicio de la averigua­
ción previa FAM/57T1/326/06-03 en su contra, como probable responsable en 
la comisión de la infracción de robo, y que se fijó la cantidad de “doce mil pesos” 
como caución para que obtuviera su libertad. 

Finalmente, el quejoso señaló que la mencionada indagatoria fue remitida a la 
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Tratamiento de Menores de la Secretaría de Seguridad Pública Federal para su 
integración, en la cual fueron objeto de una falsa acusación. 

A su vez, el 2 de agosto de 2006, en ampliación de la queja, la madre del menor 
DBGC expuso que la Comisionada adscrita a la Dirección enunciada en el párrafo 
que antecede, que integró la indagatoria en cuestión, se negó a aceptar que se 
practicara una prueba en materia de dactiloscopia sobre el objeto del robo (dos 
chocolates). 

B. Para la debida integración del expediente, esta Comisión Nacional solicitó al 
Consejo de Menores del Distrito Federal y a la enunciada Dirección de Comisio­
nados de Menores, ambos dependientes de la Secretaría de Seguridad Pública 
Federal, así como a la Procuraduría General de Justicia y a la Secretaría de Segu­
ridad Pública, ambas del Distrito Federal, información sobre los hechos constitu­
tivos de la queja. 

Las autoridades dieron respuesta a lo solicitado por esta Comisión Nacional, 
cuya valoración se precisa en el capítulo de observaciones. 

II. EVIDENCIAS 

En el presente caso las constituyen: 

A. Los escritos de queja y ampliación de la misma, signados por el menor DBGC 
y su madre, los cuales fueron recibidos por esta Comisión Nacional el 14 de julio y 
2 de agosto de 2006, respectivamente. 

B. El oficio DCM/801/2006, del 9 de agosto de 2006, suscrito por el Director de 
Comisionados de Menores de la Dirección General de Prevención y Tratamiento 
de Menores de la Secretaría de Seguridad Pública Federal. 

C. El oficio DGDH/T3/503/4518/08-05, del 26 de agosto de 2006, firmado por 
el agente del Ministerio Público, responsable del tercer turno de la Dirección Ge­
neral de Derechos Humanos de la Procuraduría General de Justicia del Distrito 
Federal. 

D. El oficio DEDH/7482/2006, del 7 de septiembre de 2006, rubricado por el Di­
rector de Área Sectorial de la Secretaría de Seguridad Pública del Distrito Federal. 

E. El acta circunstanciada, derivada de la entrevista que personal de la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos sostuvo el 11 de agosto del año en curso con 
la Comisionada de Actas sin Menor de la aludida Dirección de Comisionados de 
Menores, quien integró la averiguación previa FAM/57T1/326/06-03. 

F. El oficio V3/32952, del 13 de octubre de 2006, mediante el cual esta Comi­
sión Nacional dirigió una propuesta de conciliación sobre el caso que nos ocupa 
a la Subprocuradora Jurídica y de Derechos Humanos de la Procuraduría General 
de Justicia del Distrito Federal, la cual fue recibida en la misma fecha. 

G. El oficio DGDH/503/271/10-06, del 27 de octubre de 2006, signado por el Di-
C N D H
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IV. OBSERVACIONES 

Una vez analizadas las constancias que integran el presente expediente, se advir­
tió que se vulneraron los Derechos Humanos a la legalidad, a la seguridad jurídi­
ca y a la defensa de los agraviados, en atención a las siguientes consideraciones: 

a) Detención prolongada 

De las constancias que obran en el sumario que nos ocupa se desprende que a 
las 15:00 horas del 10 de marzo de 2006 los agraviados fueron puestos a dispo­
sición del agente del Ministerio Público titular de la Unidad de Investigación 
Número 1 de la Agencia Investigadora Número 57 de la Procuraduría General de 
Justicia del Distrito Federal, por elementos de la Secretaría de Seguridad Pública 
de esta ciudad; consecuentemente, a las 15:59 horas de dicho día el represen­
tante social del conocimiento radicó la averiguación previa FAM/57/T1/00326/ 
06-03, en contra de aquéllos como probables responsables en la comisión de la 
infracción de robo sin violencia, siendo hasta las 21:10 y 23:30 horas de la citada 
fecha, respectivamente, que les concedió su libertad bajo caución. 

Al respecto, en primer término cabe señalar que en materia de justicia para ado­
lescentes lo que el Estado pretende es impulsar e implementar medidas de pro­
tección integral para los mismos, y que por tal razón fueron creadas instituciones 
especializadas en la materia, a las cuales compete conocer e investigar las con­
ductas cometidas por menores de edad que se encuentran tipificadas en las leyes 
penales. 

Ahora bien, el artículo 46 de la Ley para el Tratamiento de Menores Infractores 
para el Distrito Federal en Materia Común y para Toda la República en Materia 
Federal establece que una vez que se tenga conocimiento que un ilícito se atribu­
ye a un menor de edad, de inmediato se le pondrá a disposición del Comisionado 
en turno, a fin de que practique las diligencias para comprobar la participación 
del menor en la comisión de la infracción; no obstante, en el asunto que nos ocupa 
el agente del Ministerio Público del conocimiento giró oficio a la Policía Judicial 
para que realizara una investigación de los hechos y mantuvo detenidos a los 
menores DBGC por espacio de seis horas y a KMRL ocho y media horas, sin acor­
dar su retención en términos de lo previsto por el artículo 267, párrafo segundo, del 
Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal, o bien, los motivos que 
justificaron tal medida hasta que les concedió su libertad bajo caución; por lo 
tanto, la Representación Social dejó de observar lo dispuesto por el artículo 14, 
segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el 
cual dispone que nadie puede ser privado de la vida, la libertad o de sus propie­
dades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales pre­
viamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del proce­
dimiento y conforme a las leyes expedidas con anterioridad al hecho; en ese tenor, 
el derecho de seguridad jurídica implica la existencia de un orden que regule la 
actuación de las autoridades y dé certeza a los gobernados de que las autorida­
des respetarán ese orden, y que el individuo tendrá la seguridad de que su situa­
ción jurídica no será modificada más que por procedimientos regulares establecidos 
previamente. Sin embargo, en el caso que nos ocupa, el precepto constitucional 
citado no fue observado por el personal ministerial. 

Aunado a lo anterior, el artículo 16, primer párrafo, de la Constitución Política de 
C N D H  
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sona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento es­
crito de la autoridad competente que funde y motive la causa legal del procedi­
miento, lo que en el caso que se analiza no aconteció, toda vez que el represen­
tante social del Fuero Común en cita mantuvo detenidos a los agraviados sin 
razonar y sustentar su proceder, pues en la indagatoria de mérito no obra cons­
tancia alguna que justifique tal medida. 

Para esta Institución no pasa inadvertido que en el oficio DGDH/503/271/10­
06, del 27 de octubre de 2006, signado por el Director General de Derechos Hu­
manos de la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal, se pretende 
justificar el actuar del personal que integró la indagatoria FAM/57/T1/00326/ 
06-03, al exponer que el Ministerio Público está obligado a realizar las diligencias 
de averiguación previa necesarias para acreditar la existencia de la infracción y la 
probable responsabilidad en la comisión de la misma; sin embargo, al respecto 
conviene reiterar que la actuación de la Representación Social fue contraria a lo 
dispuesto por el artículo 46 de la Ley para el Tratamiento de Menores Infractores 
para el Distrito Federal en Materia Común y para Toda la República en Materia 
Federal, y que el citado argumento carece de justificación o sustento legal algu­
no, pues por cuanto hace al desahogo de las enunciadas diligencias en el caso, la 
autoridad ministerial únicamente dio intervención a la Policía Judicial para que 
investigara los hechos, y en atención a ello elementos adscritos a tal corporación 
entrevistaron a los agraviados, lo cual se estima no aportó elementos para la in­
vestigación, toda vez que en términos de lo dispuesto por la fracción II, apartado 
A, del artículo 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lo 
que aquéllos expusieron carece de todo valor probatorio; independientemen­
te de lo cual, se contaba con la imputación formulada por el encargado de la 
tienda denominada “Extra” y la ratificación del parte de los policías remitentes. 

b) Inexistencia de proporcionalidad entre el monto de lo 
robado y la caución fijada para obtener la libertad 

La autoridad ministerial, al momento que los agraviados rindieron sus declaracio­
nes, esto es a las 21:10 y 23:30 horas del 10 de marzo de 2006, respectivamente, 
acordó que tenían derecho al beneficio de libertad provisional bajo caución en tér­
minos de lo contemplado por el artículo 556 del Código de Procedimientos Pena­
les para el Distrito Federal, no obstante, les fijó una caución no proporcional con 
el monto de lo robado (dos chocolates), ya que de acuerdo al dictamen de va­
luación del 10 de marzo de 2006, signado por un perito adscrito a la Coordina­
ción de Servicios Periciales de la Procuraduría General de Justicia de esta ciudad, 
dichos artículos tienen un costo de $30.00 (Treinta pesos 00/100 M. N.), y por el 
contrario estableció una caución de $6,083.75 (Seis mil ochenta y tres pesos 75/ 
100 M. N.) por concepto de obligación procesal, y $5,110.35 (Cinco mil ciento 
diez pesos 35/100 M. N.) por concepto de sanción pecuniaria, lo cual da un total 
de $11,194.10 (Once mil ciento noventa y cuatro pesos 10/100 M. N.) para cada 
uno de ellos. 

En ese tenor, conviene decir que en el Acuerdo A/009/02 del Procurador Ge­
neral de Justicia del Distrito Federal, publicado en la Gaceta Oficial del Distrito 
Federal el 14 de noviembre de 2002, se determinó el monto de las cauciones que 
debe fijar el agente del Ministerio Público Investigador con el objeto de otorgar 
la libertad provisional durante la averiguación previa, precisándose en el punto se-
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como proteger los derechos e intereses, entre otros, los de los adolescentes, en 
los términos que determinen las leyes. 

De igual forma, tales hechos son contrarios a lo dispuesto por los artículos 18 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en el sentido de que 
en la operación del sistema de justicia para adolescentes se deberá atender a la 
protección integral y el interés superior de los mismos, así como 48 y 49 de la Ley 
para la Protección de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, los cuales 
refieren que para una mejor defensa y protección de éstos se establecerán ins­
tancias especializadas con funciones de autoridad para la efectiva procuración 
del respeto a sus derechos. 

Las acciones descritas en la presente Recomendación también transgredieron 
diversos documentos internacionales, particularmente el artículo 2.3 de las Re­
glas Mínimas de las Naciones Unidas para la Administración de Justicia de Meno­
res, “Reglas de Beijing”, y los numerales 37, inciso b), y 40, de la Convención 
sobre los Derechos del Niño, que establecen la obligación de los Estados de im­
plementar un sistema de justicia para los menores que hayan infringido las leyes 
penales, y no obstante que en nuestro país existen autoridades especializadas en 
la materia, como lo es el agente del Ministerio Público adscrito a la Décimo Sép­
tima Agencia de la Fiscalía Central de Investigación para Menores de la Pro­
curaduría General de Justicia para el Distrito Federal, que intervino en el caso que 
se analiza, su proceder no se ajustó a la normativa aplicable, como ha quedado 
establecido en el cuerpo del presente documento. 

Así, las conductas atribuidas al personal ministerial de la Procuraduría General 
de Justicia del Distrito Federal, que integró la averiguación previa FAM/57T1/ 
326/06-03, pudieran ser constitutivas de responsabilidades administrativas, 
de conformidad con lo dispuesto en el artículo 47, fracciones I y XXIV, de la Ley 
Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, las cuales establecen, 
respectivamente, que todo servidor público tendrá la obligación de cumplir el ser­
vicio que le sea encomendado y abstenerse de cualquier acto u omisión que cause 
la suspensión o deficiencia de dicho servicio público. Por tal motivo, es necesario 
que tales hechos sean investigados por el correspondiente Órgano Interno de 
Control y, de ser procedente, se apliquen las sanciones administrativas que co­
rrespondientes. 

Ahora bien, respecto de la responsabilidad penal en que pudieron haber incu­
rrido el agente del Ministerio Público involucrado en los presentes hechos, se 
estima necesario que tome conocimiento el Ministerio Público de la Procuraduría 
General de Justicia del Distrito Federal, institución a la que corresponde determi­
nar lo conducente, de acuerdo con lo establecido por el artículo 21 de la Consti­
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Con base en lo expuesto anteriormente, esta Comisión Nacional se permite 
formular a usted, señor Jefe de Gobierno del Distrito Federal, respetuosamente, 
las siguientes: 

V. RECOMENDACIONES 

PRIMERA. Se dé vista a la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal a 
fin de que se inicie y determine, conforme a Derecho, una investigación para es­
tablecer la responsabilidad administrativa en que pudiese haber incurrido el agente 
del Ministerio Público adscrito a la Décimo Séptima Agencia de la Fiscalía Cen-
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Recomendación 42/2006
 
Sobre el recurso de impugnación presentado 

por los señores Abel Montesinos Vélez 
y Abraham Vázquez González 

SÍNTESIS: El 11 de julio de 2006, la Comisión Nacional de los Derechos Humanos re­
cibió el recurso de impugnación que presentaron los señores Abel Montesinos Vélez 
y Abraham Vázquez González en contra de la insuficiencia en el cumplimiento a la 
Recomendación 02/2004 por parte de la Procuraduría General de Justicia del Esta­
do de Tlaxcala, la cual fue emitida el 2 de marzo de 2004 por la Comisión de Dere­
chos Humanos de esa entidad federativa, dentro del expediente 067/2000-3 y su 
acumulado 088/2000-3. 

El recurso de impugnación se radicó en este Organismo Nacional con el número 
de expediente 2006/254/3/RI, y una vez que fue analizado el conjunto de eviden­
cias que lo integran se advirtió que la citada dependencia no ha dado cumplimiento 
a la Recomendación en cuestión, en virtud de que la averiguación previa 310/2004/ 
Tlax-4, que se inició con motivo de la misma el 26 de marzo de 2004, en contra de 
quien resulte responsable en la comisión del delito de tortura en agravio de los seño­
res Montesinos Vélez, Vázquez González y otros, no ha sido determinada. 

Los hechos descritos en esta Recomendación llevan a concluir que se ha retrasa­
do injustificadamente el servicio público de procuración de justicia, traducido en el 
incumplimiento dado a la pretensión punitiva estatal, como base del ejercicio de la 
acción penal, en perjuicio de los señores Abel Montesinos Vélez y Abraham Vázquez 
González, y en consecuencia se han transgredido de manera evidente los Derechos 
Humanos de seguridad jurídica y legalidad, consagrados en los artículos 14, párrafo 
segundo; 17, párrafo segundo, y 21, párrafo primero, de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, así como 3o. y 4o. de la Declaración sobre los Princi­
pios Fundamentales de Justicia para las Víctimas de Delitos y del Abuso de Poder. 

Por lo anterior, el 29 de noviembre de 2006 esta Comisión Nacional dirigió la Re­
comendación 42/2006 al Gobernador constitucional del estado de Tlaxcala, con ob­
jeto de que gire instrucciones a quien corresponda para que se dé cumplimiento a la 
Recomendación 02/2004, emitida por la Comisión de Derechos Humanos de dicha 
entidad federativa, a efecto de que a la brevedad posible se determine, conforme a De­
recho proceda, la averiguación previa 310/2004/Tlax-4 y se dé vista a la Contraloría 
del Ejecutivo Estatal, a fin de que inicie y determine, conforme a Derecho, una inves­
tigación para establecer la responsabilidad administrativa de quien resulte respon­
sable respecto de la dilación en la determinación de dicha indagatoria. 

México, D. F., 29 de noviembre de 2006 

Sobre el recurso de impugnación presentado por los señores Abel Montesinos 
Vélez y Abraham Vázquez González 

Lic. Héctor Israel Ortiz Ortiz,
 
Gobernador constitucional del estado de Tlaxcala
 

Distinguido señor Gobernador: 

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, con fundamento en lo dispuesto por los artículos C N D H  
1990-2006102, apartado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1o.; 3o., último párra-
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fo; 6o., fracción IV; 15, fracción VII; 24, fracción IV; 55; 61; 62; 63; 64; 65, y 66, inciso d), de la Ley 
de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, así como 159, fracción III; 167, y 168, de su 
Reglamento Interno, ha examinado los elementos contenidos en el expediente 2006/254/3/RI, rela­
cionado con el recurso de impugnación interpuesto por los señores Abel Montesinos Vélez y Abraham 
Vázquez González, y vistos los siguientes: 

I. HECHOS 

A. El 3 de marzo de 2000, la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Tlaxcala 
radicó la queja interpuesta por los señores Nancy Mejía Sotelo y Salvador Mon­
tesinos Vélez, en la que expusieron que el 24 de febrero de 2000, aproximada­
mente a las 18:00 horas, los señores Abel Montesinos Vélez, Abraham Vázquez 
González, José Mario Cruz Sandoval y Alejandro Ortiz del Río fueron detenidos 
ilegalmente y golpeados por elementos de la Dirección de Vialidad y Seguridad 
Pública de dicha entidad federativa, quienes posteriormente los pusieron a dispo­
sición de la Procuraduría General de Justicia del Estado de Tlaxcala, donde fue­
ron objeto de agresiones físicas por parte de elementos de la Policía Ministerial. 
Los hechos citados dieron origen a los expedientes 067/2000-3 y su acumulado 
088/2000-3. 

B. Una vez realizadas las investigaciones correspondientes, el 2 de marzo de 
2004 la Comisión Estatal dirigió la Recomendación 02/2004 al Procurador Gene­
ral de Justicia del Estado de Tlaxcala, en los siguientes términos: 

ÚNICA. Se inicie la averiguación previa correspondiente, a fin de investigar 
los hechos de maltrato y tortura que señalaron haber sufrido los quejosos 
para determinar la probable responsabilidad en que hayan incurrido los di­
versos servidores públicos involucrados en estos hechos y, en su caso, ejer­
cite la acción penal respectiva. 

C. El 16 de marzo de 2004, la Comisión Estatal recibió el oficio 143/2004, del día 
11 del mes y año citados, mediante el cual el Procurador General de Justicia del 
estado de Tlaxcala comunicó que aceptaba la aludida Recomendación y que 
ordenó iniciar la averiguación previa correspondiente. 

D. El 11 de julio de 2006, esta Comisión Nacional recibió el escrito de los señores 
Abel Montesinos Vélez y Abraham Vázquez González, por medio del cual pre­
sentaron un recurso de impugnación en contra de la insuficiencia en el cumpli­
miento a la Recomendación 02/2004 por parte de la Procuraduría General de 
Justicia del Estado de Tlaxcala. 

E. El recurso de referencia se sustanció en esta Comisión Nacional en el expe­
diente 2006/254/3/RI, al que se agregaron los informes y las constancias que 
obsequiaron la Comisión de Derechos Humanos y la Procuraduría General de Jus­
ticia, ambas del estado de Tlaxcala, los cuales se valorarán en el capítulo de obser­
vaciones del presente documento. 

II. EVIDENCIAS 

GACETA 
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2. El oficio 43/2004/MESDO, del 31 de enero de 2005, mediante el cual el agen­
te del Ministerio Público investigador adscrito a la Dirección de Averiguaciones 
Previas remitió la averiguación previa 310/2004/Tlax-4 al titular de la Procuraduría 
General de Justicia del Estado de Tlaxcala, a efecto de que autorizara la propues­
ta de no ejercicio de la acción penal formulada dentro de dicha indagatoria y su 
archivo definitivo. 

D. El acta circunstanciada, del 22 de noviembre de 2006, en la que se asentó que 
personal adscrito a esta Comisión Nacional entabló comunicación telefónica con 
el Jefe de la Unidad Jurídica de la Procuraduría General de Justicia del Estado de 
Tlaxcala, quien reiteró que la propuesta de no ejercicio de la acción penal formu­
lada dentro de la averiguación previa 310/2004/Tlax-4 se encuentra en estudio. 

III. SITUACIÓN JURÍDICA 

El 3 de marzo de 2000, los señores Nancy Mejía Sotelo y Salvador Montesinos 
Vélez formularon una queja ante la Comisión Estatal de Derechos Humanos de 
Tlaxcala, en la que expusieron que servidores públicos adscritos a la Dirección 
de Vialidad y Seguridad Pública, así como a la Procuraduría General de Justicia, 
ambas de dicha entidad federativa, violentaron los Derechos Humanos de los se­
ñores Abel Montesinos Vélez, Abraham Vázquez González y otros, quienes con 
posterioridad a su detención, ocurrida el 24 de febrero del año en cita, fueron 
agredidos físicamente. 

Lo anterior motivó que la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Tlaxcala 
iniciara el expediente 067/2000-3, al cual se acumuló el 088/2000-3, y una vez 
agotada la investigación correspondiente, el 2 de marzo de 2004 se dirigió la Re­
comendación 02/2004 al titular de la Procuraduría General de Justicia de la cita­
da entidad federativa, al haberse acreditado violación a los Derechos Humanos a 
la legalidad, así como a la seguridad jurídica e integridad personal en agravio de 
los señores Abel Montesinos Vélez, Abraham Vázquez González y otros. Conse­
cuentemente, mediante el oficio 143/2004, del día 16 del mes y año citados, la 
aludida Recomendación fue aceptada por el Procurador General de Justicia del 
estado de Tlaxcala. 

Sin embargo, la citada dependencia no ha dado cumplimiento a la Recomen­
dación en cuestión, en virtud de que la averiguación previa 310/2004/Tlax-4, 
que se inició con motivo de la misma el 26 de marzo de 2004, en contra de quien 
resulte responsable en la comisión del delito de tortura en agravio de los señores 
Montesinos Vélez, Vázquez González y otros, no ha sido determinada. 

Inconformes con el cumplimiento dado por parte de la aludida Procuraduría 
General de Justicia, el 3 de julio de 2006 los señores Abel Montesinos Vélez y 
Abraham Vázquez González presentaron el recurso de impugnación de mérito. 

IV. OBSERVACIONES 

Esta Comisión Nacional considera que el recurso de impugnación promovido por 
los señores Abel Montesinos Vélez y Abraham Vázquez González, el cual fue sus­
tanciado en el expediente 2006/254/3/RI, es fundado al inconformarse contra 
la insuficiencia en el cumplimiento dado por la Procuraduría General de Justicia 
del Estado de Tlaxcala a la Recomendación 02/2004 que emitió la Comisión de 
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plan que la actuación de la autoridad ministerial debe estar encaminada a garan­
tizar una eficaz, expedita y debida administración de justicia en favor de la socie­
dad en general y, en el caso específico, de los hoy recurrentes. 

Tal situación no puede ser consentida dentro de lo que debe ser un Estado de 
Derecho, entendido como aquel régimen que cuenta con un cuerpo normativo 
que, en el caso, tiene que ser respetado, sobre todo por el propio Estado a través 
de sus funcionarios o servidores públicos, quienes debieron obrar en virtud de la 
ley y conforme a sus atribuciones para ejercer la autoridad necesaria en el debido 
desempeño de sus tareas. 

En este sentido es menester acotar que el derecho de seguridad jurídica deviene 
de la confianza que se deposita en el irrestricto respeto del orden jurídico y el co­
rrecto y oportuno funcionamiento de los mecanismos que hacen válida su obser­
vancia, por lo que resulta preocupante para esta Comisión Nacional que el Procu­
rador General de Justicia del Estado de Tlaxcala manifestara que en la legislación 
de esa entidad federativa no se prevé el tiempo para resolver una opinión fun­
dada de no ejercicio de la acción penal formulada por los agentes del Ministerio 
Público, cuando a la fecha ha transcurrido más de un año nueve meses de que el 
agente del Ministerio Público Investigador adscrito a la Dirección de Averiguacio­
nes Previas remitió a dicho funcionario la propuesta de no ejercicio de la acción 
penal que emitió dentro de la averiguación previa 310/2004/Tlax-4. 

A mayor abundamiento, cabe decir que el Ministerio Público es una institución 
pública y autónoma, que actúa en representación del interés social en el ejercicio 
de la acción penal, persiguiendo a quien atente contra la seguridad y el normal 
desenvolvimiento de la sociedad, y si bien su desempeño reside en la discrecio­
nalidad de sus actos, puesto que tiene facultades para determinar si debe proce­
der penalmente o no en contra de una persona, de conformidad con lo dispuesto 
en el artículo 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, esto 
no significa que como órgano investigador de delitos pueda causar daño o per­
juicio a los ofendidos o víctimas de los ilícitos al no resolver con diligencia una ave­
riguación previa de su conocimiento. Aunado a lo expuesto, el presente asunto 
se trata de una Recomendación que fue aceptada por el Procurador General de 
Justicia del estado de Tlaxcala, que se refiere a casos de violaciones graves a los 
Derechos Humanos, como lo son el maltrato y la tortura, y a la fecha no se ha de­
terminado la investigación correspondiente. 

A su vez, si bien es cierto que las leyes que rigen el procedimiento penal en el 
estado de Tlaxcala no señalan un término para resolver una indagatoria, también 
lo es que en el asunto que nos ocupa la Ley Orgánica de la Institución del Minis­
terio Público en el Estado de Tlaxcala dispone, en sus artículos 1o. y 2o., que la 
función del representante social se regirá por los principios de justicia, legalidad, 
imparcialidad, independencia, objetividad, unidad y buena fe, que se traduce en 
el ejercicio pronto y expedito en el desempeño de la misión encomendada, pro­
tegiendo en todo momento los Derechos Humanos de las personas que, por cual­
quier circunstancia, se ven involucradas con el Ministerio Público. En ese orden 
de ideas, en el asunto que nos ocupa no se ha preservado el derecho de los sujetos 
pasivos del delito, dado que la autoridad ministerial no ha actuado con apego a 
tales principios, contraviniendo lo establecido por los artículos 71 y 73 de la Cons­
titución Política del Estado Libre y Soberano de Tlaxcala; 21 del Código de Proce­
dimientos Penales; 1o.; 2o., fracciones I, II y XXVII; 3o., fracción VII; 7o., y 26, de 
la Ley Orgánica de la Institución del Ministerio Público, así como 59, fracciones I, 
III, XX, y 62, de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos, todos de 
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Además, es de tomar en cuenta lo dispuesto por los artículos 3o. y 4o. de la De­

claración sobre los Principios Fundamentales de Justicia para las Víctimas de Deli­
tos y del Abuso de Poder, que señalan que el ofendido del delito debe tener acceso 
a la justicia, la cual si bien no es un documento internacional vinculatorio, sí 
constituye una fuente de Derecho para los Estados miembros, entre los cuales se 
encuentra México, de acuerdo con la Carta de las Naciones Unidas. 

Consecuentemente, esta Comisión Nacional estima que el recurso de impug­
nación interpuesto por los señores Abel Montesinos Vélez y Abraham Vázquez 
González es procedente; por lo tanto, con fundamento en lo dispuesto por los ar­
tículos 66, inciso d), de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, 
así como 168 de su Reglamento Interno, se declara la insuficiencia en el cumplimien­
to de la Recomendación emitida por la Comisión Estatal de Derechos Humanos y 
formula respetuosamente a usted, señor Gobernador Constitucional del estado 
de Tlaxcala, las siguientes: 

V. RECOMENDACIONES 

PRIMERA. Se sirva girar sus instrucciones a quien corresponda para que se dé cum­
plimiento a la Recomendación 02/2004, emitida por la Comisión Estatal de Dere­
chos Humanos de Tlaxcala el 2 de marzo de 2004, a efecto de que a la brevedad 
posible se determine, conforme a Derecho proceda, la averiguación previa 310/ 
2004/Tlax-4. 

SEGUNDA. Se dé vista a la Contraloría del Ejecutivo Estatal, a fin de que inicie y 
determine, conforme a Derecho, una investigación para establecer la responsabi­
lidad administrativa de quien resulte responsable respecto de la dilación en la de­
terminación de dicha indagatoria, en atención a las consideraciones expuestas 
en el capítulo de observaciones de este documento. 

La presente Recomendación, de acuerdo con lo señalado en el artículo 102, apar­
tado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, tiene el ca­
rácter de pública y se emite con el propósito fundamental tanto de hacer una de­
claración respecto de una conducta irregular por parte de servidores públicos en 
el ejercicio de las facultades que expresamente les confiere la ley, como de obte­
ner la investigación que proceda por parte de las dependencias administrativas o 
cualesquiera otras autoridades competentes, para que dentro de sus atribucio­
nes apliquen las sanciones conducentes y se subsane la irregularidad cometida. 

De conformidad con los artículos 46, párrafo segundo, y 66, inciso d), de la 
Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, solicito a usted que la res­
puesta sobre la aceptación de esta Recomendación, en su caso, se informe den­
tro del término de 15 días hábiles siguientes a esta notificación. 

Igualmente, con el mismo fundamento jurídico, le solicito, en su caso, que las 
pruebas correspondientes al cumplimiento de la Recomendación que se le dirige, 
se envíen a esta Comisión Nacional dentro de un término de 15 días hábiles si­
guientes a la fecha en que haya concluido el plazo para informar sobre la acepta­
ción de la misma. 

La falta de presentación de pruebas dará lugar a que se interprete que la pre­
sente Recomendación no fue aceptada, por lo que la Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos quedará en libertad de hacer pública esta circunstancia. 

Atentamente 
C N D H  

El Presidente de la Comisión Nacional 1990-2006 
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